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RESUMEN 
En la investigación que se presenta se analizan los aspectos en materia salarial, contractual y de 
seguridad social de las madres de los Hogares Comunitarios del ICBF ubicados en la Comuna 7 
del municipio de San José de Cúcuta, a través de ella se caracteriza la situación laboral que 
actualmente afrontan las madres de los Hogares Comunitarios del ICBF en la Comuna 7 del 
Municipio de San José de Cúcuta; se identifican las irregularidades, incumplimientos y términos de 
desigualdad que no garantizan trabajo decente y los derechos laborales a las madres de los 
Hogares Comunitarios del ICBF, y, se determinan los aspectos que aun requieren ser modificados 
respecto de los derechos laborales, para el mejoramiento de la calidad de vida de las madres de 
los Hogares Comunitarios del  ICBF.   Su desarrollo se realiza con fundamento en la normatividad 
laboral vigente en el país a fin de precisar los derechos laborales que tienen las madres 
comunitarias, así como en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado.  
Además, se efectúo un trabajo de campo consistente en la aplicación de un instrumento tipo 
encuesta a un grupo significativo (127) de madres comunitarias del ICBF de la Comuna 7 del 
Municipio de San José de Cúcuta, así como una entrevista personaliza con el Director de la 
Regional Norte de Santander del ICBF.  La investigación permite concluir que la formalización 
laboral de las madres comunitarias, inicia con el pronunciamiento de la Corte Constitucional 
(Sentencia T-628 de 2012),  por lo cual desde el 1 de febrero de 2014 todas las Madres 
Comunitarias de la Regional Norte de Santander, que a 31 de diciembre de 2013 venían ejerciendo 
éste rol fueron formalizadas laboralmente, bajo la modalidad de Contratos de Trabajo (entre la 
madre comunitaria y las entidades administradoras del programa HCB; esto con el fin de que las 
madres comunitarias no tengan un vínculo laboral con el ICBF y no sean servidoras públicas), con 
todas las prestaciones de ley, amparo de seguridad social y beneficio de aportes parafiscales; y 
todas las madres comunitarias cuentan con un contrato laboral que garantiza la prestación del 
servicio de los HCB, de acuerdo con los lineamientos del ICBF, para la vigencia 2014.     Aunque la 
formalización laboral de las madres comunitarias ha venido avanzando en el país, aún se requiere 
que sea revisado el tema pensional, a fin de brindarles mayores garantías a estas mujeres que por 
más de 20 años han desarrollado esta importante labor. 
 
 
CARACTERÍSTICAS 
 
PÁGINAS:  125        PLANOS:______   ILUSTRACIONES:______   CD-ROM:  1     ANEXOS: 4 
 
 
UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 
SECCIONAL CÚCUTA 
BIBLIOTECA MANUEL JOSÉ VARGAS DURAN 
  
 
 
ASPECTO SALARIAL, CONTRACTUAL Y DE SEGURIDAD SOCIAL DE LAS 
MADRES DE LOS HOGARES COMUNITARIOS DEL ICBF UBICADOS EN LA 
COMUNA 7 DEL MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
VÍCTOR ALFONSO CARDOSO PÉREZ 
KARINA LUCÍA ORTIZ ARROYO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
UNIVERSIDAD LIBRE - SECCIONAL CÚCUTA 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES 
SAN JOSÉ DE CÚCUTA 
2015 
  
 
 
ASPECTO SALARIAL, CONTRACTUAL Y DE SEGURIDAD SOCIAL DE LAS 
MADRES DE LOS HOGARES COMUNITARIOS DEL ICBF UBICADOS EN LA 
COMUNA 7 DEL MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA. 
 
 
VÍCTOR ALFONSO CARDOSO PÉREZ 
KARINA LUCÍA ORTIZ ARROYO 
 
 
Trabajo de Grado presentado como requisito  
parcial para optar al título de Abogado 
 
 
Asesor disciplinar 
Dr. FREDDY ROJAS JIMÉNEZ 
Abogado 
 
 
 
Asesor metodológico 
M.Sc. LUIS ENRIQUE NIÑO OCHOA 
Especialista en Investigación Social  
 
 
 
UNIVERSIDAD LIBRE - SECCIONAL CÚCUTA 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES 
SAN JOSÉ DE CÚCUTA 
2015 
  
UNIVERSIDAD  LIBRE  SECCIONAL  CÚCUTA 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIA POLÍTICA Y SOCIALES  
 
 
 
NOTA DE ACEPTACIÓN 
________________________________________ 
________________________________________ 
________________________________________ 
________________________________________ 
________________________________________ 
________________________________________ 
________________________________________ 
________________________________________ 
________________________________________ 
 
 
 
________________________________________ 
Presidente del jurado           
 
 
________________________________________ 
Jurado           
 
 
________________________________________ 
Jurado           
 
 
San José de Cúcuta, Noviembre de 2015.  
  
 
 
AGRADECIMIENTOS 
 
 
Los autores expresan sus agradecimientos al: 
 
 
Dr. Freddy Rojas Jiménez,  Asesor Disciplinar del Trabajo de Grado, por las 
aportaciones hechas al tema. 
 
 
Dr. Luis Enrique Niño Ochoa, Asesor Metodológico del Trabajo de Grado, por 
su valiosa orientación y apoyo para la conclusión del mismo.  
 
  
  
 
 
 
CONTENIDO 
 
        Pág. 
 
INTRODUCCIÓN          1 
 
IDENTIFICACIÓN DEL PROYECTO        3 
Título            3 
Planteamiento del problema         3 
Formulación del problema         6 
Sistematización del problema        6 
Justificación           6 
Objetivos           8 
Objetivo general          8 
Objetivos específicos         8
         
MARCO REFERENCIAL         9 
Antecedentes          9 
Bases teóricas          10 
Bases legales          18 
           
DISEÑO METODOLÓGICO        43 
Tipo y método de investigación        43 
Población y muestra         44 
Análisis de la información         46 
Análisis inferencial          63 
 
 
  
ASPECTO SALARIAL, CONTRACTUAL Y DE SEGURIDAD SOCIAL DE LAS 
MADRES DE LOS HOGARES COMUNITARIOS DEL ICBF UBICADOS EN  
LA COMUNA 7 DEL MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA.   65 
 
Situación laboral que han tenido que enfrentar las madres de los Hogares  
Comunitarios del ICBF en la Comuna 7 del Municipio de San José de Cúcuta. 65 
 
Irregularidades, incumplimientos y términos de desigualdad que no garantizan 
trabajo decente y los derechos laborales a las madres de los Hogares Comunitarios 
del ICBF.           87 
 
Aspectos que aun requieren ser modificados respecto de los derechos laborales, 
para el mejoramiento de la calidad de vida de las madres de los Hogares 
Comunitarios del  ICBF.         88 
 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES      96 
 
REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS       99 
 
ANEXOS           103 
 
  
  
 
 
LISTA DE CUADROS 
 
                Pág. 
  
Cuadro 1.  Población          44 
 
Cuadro  2.  Muestra          45 
 
Cuadro 3. Edad de las encuestadas       46  
 
Cuadro 4. Nivel de estudio         47 
 
Cuadro 5. Estado Civil         47 
 
Cuadro 6.  Número de hijos        48
  
Cuadro 7.  La vivienda es          49 
 
Cuadro 8. Años laborados como Madre Comunitaria                                            50 
 
Cuadro 9. Tipo de hogar que atiende       51 
 
Cuadro 10.  Afiliado a salud          51
  
Cuadro 11. EPS a la que está afiliada       52 
 
Cuadro 12.  Afiliada a pensiones        53 
 
  
Cuadro 13. Fondo al que están afiliadas      53
  
Cuadro 14. Afiliadas a riesgos laborales      54 
 
Cuadro 15. Arl a la que están afiliadas        55 
 
Cuadro 16.  Afiliado a subsidio familiar y a cual Caja de Compensación   55 
 
Cuadro 17.  Caja de Compensación a la que está afiliada    56 
 
Cuadro 18.  Tipo de la Beca que tiene        57 
 
Cuadro 19.  Salario          57
  
Cuadro 20. Salario ($)         58 
 
Cuadro 21.  Beneficios recibidos por ser madre comunitaria    59 
 
Cuadro 22.  Tipo de contrato         60 
 
 
  
  
 
 
LISTA DE FIGURAS 
 
      Pág.  
 
Gráfico 1. Edad de las encuestadas        46 
 
Gráfico 2. Nivel de estudio        47 
 
Gráfico 3.  Estado Civil         48 
 
Gráfico 4.  Número de hijos        49 
 
Gráfico 5.  La vivienda es         49 
 
Gráfico 6.  Años laborados como Madre Comunitaria  50 
 
Gráfico 7. Tipo de hogar que atiende       51 
 
Gráfico 8. Afiliado a salud          52 
 
Gráfico 9. EPS a la que está afiliada       52 
 
Gráfico 10.  Afiliada a pensiones        53 
 
Gráfico 11. Fondo al que están afiliadas      54 
 
Gráfico 12. Afiliadas a riesgos laborales       54 
 
Gráfico 13. Arl a la que están afiliadas       55 
  
Gráfico 14. Afiliado a subsidio familiar       56 
 
Gráfico 15.  Caja de Compensación a la que está afiliada    56 
 
Gráfico 16.  Tipo de la Beca que tiene       57 
 
Gráfico 17.  Salario          58 
 
Gráfico 18. Salario ($)         58 
  
Gráfico 19. Beneficios recibidos por ser madre comunitaria     59 
 
Gráfico 20.  Tipo de contrato         60 
 
 
  
  
 
 
LISTA DE ANEXOS 
 
                Pág.  
 
ANEXO A: ENCUESTA APLICADA A MADRES COMUNITARIAS DEL ICBF  
DE LA COMUNA 7 DEL MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA   103
   
ANEXO B: ENTREVISTA APLICADA AL DIRECTOR REGIONAL DEL ICBF  
EN NORTE DE SANTANDER        106  
 
ANEXO C: FICHA DE ANÁLISIS DE LEYES      107 
 
ANEXO D: REGISTRO FOTOGRÁFICO      108 
 
 
  
  
 
 
INTRODUCCIÓN 
 
El proceso histórico que se ha venido desarrollando con el Programa de Madres 
Comunitarias formalizando su labor con los niños ha mostrado unos cambios 
visibles, los cuales se reflejan principalmente en su normatividad, y en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
 
Es precisamente con la Sentencia C-628 de 2012, que la Corte Constitucional 
obliga al ICBF a adoptar todas las medidas adecuadas para que las madres 
comunitarias de tiempo completo del Programa de Hogares Comunitarios devenguen 
al menos un salario mínimo legal. 
 
Con la expedición del Decreto 289 de 2014, comenzó en firme la formalización 
de los contratos de las madres comunitarias; sin embargo el proceso de 
regularización laboral de estas madres, ha estado lleno de obstáculos, 
irregularidades, incumplimientos, y términos de desigualdad que no garantizan el 
trabajo decente, ni sus derechos laborales. 
 
Además, de lo anterior, aún subsisten algunos problemas que no han sido 
solucionados en este año de implementación del Decreto anteriormente mencionado, 
especialmente en lo que se refiere al tema pensional, y al tipo de contrato que debe 
celebrarse con las madres. 
 
El desarrollo del trabajo, se ha estructurado en cinco (5) capítulos. En el 
primer capítulo trata de la identificación del proyecto donde se establecen el 
planteamiento del problema, su formulación y sistematización, la justificación, y los 
objetivos (generales y específicos). 
 
  
El segundo capítulo es el marco de referencia donde se muestran los 
antecedentes, las bases teóricas y las bases legales de la investigación. 
 
El tercer capítulo es el diseño metodológico, en el cual se define el tipo de 
investigación empleado que es el descriptivo; así como se específica la población y 
muestra que hacen parte del trabajo, y se presentan los resultados del trabajo de 
campo. 
 
En el cuarto capítulo se desarrollan los tres objetivos específicos propuestos, 
iniciando con la caracterización de la situación laboral que actualmente afrontan las 
madres de los Hogares Comunitarios del ICBF en la Comuna 7 del Municipio de San 
José de Cúcuta; en segunda instancia, se identifican las irregularidades, 
incumplimientos y términos de desigualdad que no garantizan trabajo decente y los 
derechos laborales a las madres de los Hogares Comunitarios del ICBF; y en el 
tercer aparte, se determinan los aspectos que aun requieren ser modificados 
respecto de los derechos laborales, para el mejoramiento de la calidad de vida de las 
madres de los Hogares Comunitarios del  ICBF. 
 
Finalmente, en el quinto capítulo se presentan las conclusiones y 
recomendaciones arrojadas por la investigación. 
  
  
 
 
IDENTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
 
 
Título 
 
Aspecto salarial, contractual y de seguridad social de las madres de los hogares 
comunitarios del ICBF ubicados en la comuna 7 del municipio de San José de 
Cúcuta. 
 
 
Planteamiento del problema 
 
Desde 1972, a través del ICBF se crearon Centros Comunitarios para la Infancia 
(CCI) con la participación de la comunidad para la atención de los niños menores de 
7 años de edad. En 1974 se crearon los Centros de Atención al Preescolar, 
denominados Hogares Infantiles como avance previo a la implementación de las 
llamadas “Casas vecinales”. En 1979 se estableció que la administración de tales 
hogares se haría por los padres de familia y la comunidad de manera mancomunada, 
lo cual terminó consolidándose en 1986 con lo que hoy se llaman Hogares 
Comunitarios de Bienestar (HCB). (Proyecto de Ley 71 de 2013) 
 
Es entonces como desde los años ochenta, las personas que han estado a 
cargo de los Hogares Comunitarios de Bienestar son las Madres Comunitarias, 
quienes han suministrado su servicio a la Comunidad y al Estado por más de 25 
años en las regiones apartadas de la geografía nacional, por medio de becas 
asignadas por el ICBF. 
 
En la actualidad existen más de 70 mil Madres Comunitarias en el país a 
cargo de 1.355.751 niños y niñas, distribuidas en distintas modalidades de atención. 
  
Conforme a información del ICBF del 25 de febrero de 2013, hay más de 48.803 
Hogares Comunitarios de Bienestar Tradicionales; 16.551 Hogares Comunitarios 
Familia Mujer e Infancia (FAMI) de medio tiempo; 943 Hogares FAMI especializados 
en población desplazada; 1.148 Hogares Grupales tiempo completo; 80 Hogares 
Grupales medio tiempo; 31 Hogares Múltiples; 55 Hogares Empresariales y 26 
Jardines Sociales. (Ibíd.). 
 
Las Madres Comunitarias han estado sujetas a las disposiciones laborales 
que les ha fijado del ICBF, como son horarios que superan las 8 horas diarias, caso 
que se presenta con los Hogares Tradicionales, donde se reciben a los catorce (14)  
niños y niñas asignados,  a las siete de la mañana y son entregados nuevamente a 
sus familiares a las cuatro (4) de la tarde, los cuales son cuidados en sus casas que 
han sido adaptadas como salones, cocinas e instalaciones escolares 
 
A pesar de lo anterior, las Madres Comunitarias han demostrado una gran 
pertinencia por el trabajo social que desarrollan, y atienden masivamente a los niños 
y niñas más vulnerables, especialmente a los hijos de las madres cabeza de familia o 
mujeres trabajadoras que no pueden cuidar de sus hijos por tener además que 
levantarse el sustento para sus hogares. 
 
Sin embargo, a pesar del trabajo tan importante que desarrollan estas madres, 
poco se había interesado el Gobierno Nacional, por garantizarles el derecho a un 
contrato laboral legal, con las prestaciones sociales de ley, con posibilidades reales 
de cotizar al Sistema General de Seguridad Social y  derecho de estar aseguradas 
por riesgos laborales, entre otros aspectos; es decir, no se le han reconocido los 
derechos laborales correspondientes a las Madres Comunitarias. 
 
Lo anterior conllevo a que se generan una serie de protestas por parte de las 
Madres Comunitarias, incluyendo manifestaciones con lo cual se vieron perjudicados 
miles de niños que no pudieron recibir su atención, situación que llevo al Gobierno 
Nacional a replantear la situación laboral de estas madres, considerando así iniciar 
  
un programa de formalización laboral con el cual se pretende que tengan el salario 
mínimo, las vacaciones, la salud, la pensión, todo lo que uno tiene en un trabajo 
formalmente establecido y controlado por el Ministerio de Trabajo, reconociéndoles 
todas sus garantías sociales y dándole más dignidad a sus funciones de agentes 
educativos. 
 
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), ha expresado que la 
formalización laboral de las madres comunitarias a través de un contrato de trabajo a 
término indefinido, se dará a partir del mes de julio del 2014, sin embargo, éstas 
madres ya han manifestado su inconformismo con estas disposiciones, lo cual 
motiva la presente investigación. 
 
El trabajo a desarrollar ha sido enfocado en la Comuna 7 del Municipio de San 
José de Cúcuta, la cual está conformada por los barrios Rosal del Norte, Chapinero, 
Comuneros, Claret, Tucunaré, Motilones, La Florida, La Primavera, Ospina Pérez, 
Buenos Aires, La Hermita, Paraíso, Camilo Daza, perteneciente al Centro Zonal No. 
2 del ICBF Regional Norte de Santander, constituido por 10 sectores, cada uno con 
25 hogares, para un total de 250 madres comunitarias. 
 
Este sector fue seleccionado teniendo en cuenta que es la segunda comuna 
más grande del Municipio de San José de Cúcuta, después de la Comuna 8, y la 
cual a su vez concentra el mayor número de madres comunitarias; además por las 
condiciones de vulnerabilidad que presentan las personas que residen en estos 
barrios, relacionados con la extrema pobreza, situación que ha llevado a muchas 
mujeres a hacer parte de éstos programas del ICBF. 
 
 
 
 
 
 
  
Formulación del problema 
 
¿Qué problemas enfrentan en materia salarial, contractual y de seguridad social las 
madres de los Hogares Comunitarios del ICBF ubicados en la Comuna 7 del 
municipio de San José de Cúcuta? 
 
 
Sistematización del problema 
 
¿Cuál es la situación laboral que actualmente afrontan las madres de los Hogares 
Comunitarios del ICBF en la Comuna 7 del Municipio de San José de Cúcuta? 
 
¿Qué irregularidades, incumplimientos y términos de desigualdad que no 
garantizan trabajo decente y los derechos laborales se les presentan a las madres de 
los Hogares Comunitarios del ICBF? 
 
¿Cuáles son los aspectos que aun requieren ser modificados respecto de los 
derechos laborales, para el mejoramiento de la calidad de vida de las madres de los 
Hogares Comunitarios del  ICBF? 
 
 
Justificación 
 
Por ser un tema de actualidad en el país y que afecta a las madres cabeza de familia 
y trabajadoras, así como a los niños y niñas de las comunidades más vulnerables 
que son atendidos por los Hogares Comunitarios del ICBF, se considera importante 
abordar esta problemática. 
 
La importancia de la investigación se centra en investigar las irregularidades 
en materia salarial, contractual y de seguridad social que afectan las madres de los 
Hogares Comunitarios del ICBF, lo cual se estudiará con base en la normatividad 
  
laboral vigente en el país a fin de precisar los derechos laborales que tienen éstas 
madres. 
 
Se considera conveniente realizar este estudio, en el cual se caracterizará la 
situación laboral que actualmente afrontan las madres de los Hogares Comunitarios 
de una comuna (7) del municipio de San José de Cúcuta, ya que no se conoce 
ningún estudio de este tipo, y este puede convertirse en un referente para  identificar 
la situación socioeconómica real de estas mujeres que han dedicado gran parte de 
su vida al cuidado de los menores de las comunidades más vulnerables. 
 
La relevancia social de este trabajo de grado, surge por ser esta una 
problemática social que afecta no sólo la condición socioeconómica de las madres 
de los Hogares Comunitarios del ICBF, sino que además afecta a las madres cabeza 
de familia y trabajadoras, y sus hijos menores de siete (7) años que son cuidados en 
estos hogares. 
  
Se espera que esta investigación pueda crear conciencia sobre la urgencia 
que existe de que se brinde una mayor protección laboral a éstas mujeres que han 
dedicado su vida a servir a las comunidades más vulnerables, pero que no les han 
reconocido sus derechos laborales.  
 
El trabajo que se desarrollará no puede solucionar el problema, pero si puede 
convertirse en un aporte teórico o referente para conocer los aspectos que aun 
requieren ser modificados respecto de los derechos laborales, para el mejoramiento 
de la calidad de vida de las madres Comunitarias del ICBF, lo cual puede convertir 
este estudio en un documento importante de consulta. 
 
 
 
 
 
  
Objetivos 
 
 
Objetivo General 
 
Analizar los aspectos en materia salarial, contractual y de seguridad social de las 
madres de los Hogares Comunitarios del ICBF ubicados en la Comuna 7 del 
municipio de San José de Cúcuta. 
 
 
Objetivos Específicos 
 
Caracterizar la situación laboral que actualmente afrontan las madres de los Hogares 
Comunitarios del ICBF en la Comuna 7 del Municipio de San José de Cúcuta. 
 
Identificar las irregularidades, incumplimientos y términos de desigualdad que 
no garantizan trabajo decente y los derechos laborales a las madres de los Hogares 
Comunitarios del ICBF. 
 
Determinar los aspectos que aun requieren ser modificados respecto de los 
derechos laborales, para el mejoramiento de la calidad de vida de las madres de los 
Hogares Comunitarios del  ICBF. 
  
  
 
 
MARCO REFERENCIAL 
 
 
Antecedentes 
 
Madres comunitarias: un caso paradigmático de la forma en que el derecho produce 
identidades.  (2013). Elaborado por: Manuel Ricardo Pinzón. Universidad de Los 
Andes, Bogotá. En el año 2012, con ocasión de la sentencia T-628 de ese mismo 
año, se expidió la Ley 1607 cuyo artículo 36 le daría a un vuelco al panorama de las 
madres comunitarias en Colombia, al regularizar su situación laboral. El cambio se 
dio después de muchos años de lucha. Este artículo analiza la situación jurídica de 
las madres comunitarias en los años previos a la expedición de esta ley, desde la 
perspectiva de género, usando las diversas posturas feministas. Se pretende 
evidenciar cómo una política pública como la de los Hogares Comunitarios del ICBF, 
que reproducía una visión de mundo patriarcal y contingente y ubicaba a las mujeres 
en labores al interior del hogar, jugó un papel influyente en la construcción de la 
identidad femenina, y perpetuó un esquema de dominación específico. 
 
 
Desprotección normativa de la pensión de vejez de las madres comunitarias. 
(2014). Elaborado por: Carolina Pinzón Banguera, Gloria Esperanza Vélez Marín. 
Universidad de San Buenaventura, Santiago de Cali. La presente investigación 
analiza la desprotección normativa del Estado Colombiano para la obtención de la 
pensión de vejez de las madres Comunitarias, a pesar de su vínculo contractual con 
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, esta entidad no ha realizado los 
aportes correspondientes a la seguridad social. Esta investigación busca que el 
legislativo o las altas cortes aborden este tema y diriman los conflictos pensionales 
de más de setenta y siete mil mujeres (77.000) que laboral en estos centros 
comunitarios 
  
Impacto jurídico de la seguridad social frente a las madres comunitarias 
desplazadas por la violencia en la comuna 13 de Santiago de Cali entre los años 
2010 a 2012.   (2013). Elaborado por: Felipe Oswaldo Montaño y Álvaro José Cruz 
Rendón. Presentado para optar al título de abogado.  Facultad de Derecho – 
Universidad de San Buenaventura, Cali. Este trabajo describe la situación laboral y 
de seguridad social de las madres comunitarias en La Republica de Colombia. Al 
igual describe la institución de los hogares comunitarios, y hace un breve recuento 
de la seguridad social en Colombia. Concluyendo que las madres comunitarias son 
trabajadoras del Estado, y como tal el Estado les debe pagar como mínimo el salario 
mínimo legal con todas sus prestaciones sociales. 
  
 
Bases teóricas 
 
 
Derecho al trabajo y seguridad social 
 
Colombia consagra constitucionalmente el trabajo como un derecho fundamental, al 
cual se le deben brindar todas las garantías necesarias, dentro de las cuales se 
encuentra la seguridad social y el régimen de riesgos laborales, regulado en el art. 
48 de la Constitución Política. Sin embargo frente a este tipo de trabajadores, poco 
se ha dicho al respecto.  
 
Arenas Monsalve (2012), en su libro: El Derecho Colombiano de la Seguridad 
Social, establece inicialmente que dentro de las características de la regulación del 
Sistema de Riesgos Profesionales (hoy laborales), se encuentra que está diseñado 
inicialmente como un sistema de aseguramiento, en el cual el tomador del seguro  es 
el empleador,  por lo cual la decisión sobre la entidad a la cual se debe hacer la 
afiliación le corresponde es a él, la aseguradora es la entidad administradora de esos 
posibles riesgos, los asegurados son los trabajadores y el riesgo asegurado es la 
ocurrencia del accidente de trabajo o la enfermedad profesional, por lo que los 
  
beneficios en caso de que llegue a ocurrir, son las prestaciones tanto asistenciales 
como económicas a que tienen derecho los trabajadores que sean víctimas de tal 
accidente o enfermedad.  
 
Por su parte, Cortés (2012) plantea que en Colombia se definió el sistema 
como una operación propia, por lo que no se le integró a la estructura de un seguro 
social único con varios subsistemas integrados en una institucionalidad 
administradora, ni tampoco se le incorporó al sistema de pensiones. Y, en cuanto a 
su regulación legal, su propósito inicial es impactar en promoción y prevención con el 
fin de mejorar las condiciones de trabajo.  
 
Si bien la seguridad social es un factor fundamental que se debe brindar a los 
trabajadores, en Colombia solo mediante la sentencia de tutela T-629 del 2010 se 
abordó un poco el tema, aunque no en su totalidad. Lo preocupante del tema, es que 
la ley 1562 del año 2012, la cual era la encargada de modificar el sistema de riesgos 
laborales en Colombia y en dictar algunas disposiciones en materia de salud 
ocupacional, tampoco lo hizo. Situación realmente desfavorable para este sector 
poblacional. 
 
El Departamento de Seguridad Social de la Oficina internacional del Trabajo 
(OIT), Ginebra, en conjunto con el Centro internacional de formación de la OIT, con 
sede en Turín y la Asociación Internacional de la Seguridad Social (AISS), en 
Ginebra, publicaron en 1991 un documento, titulado “Administración de la seguridad 
social”; del cual se transcribe: 
 
Una definición de Seguridad Social ampliamente aceptada es la siguiente: “Es 
la protección que la sociedad proporciona a sus miembros, mediante una serie 
de medidas públicas, contra las privaciones económicas y sociales que, de no 
ser así, ocasionarían la desaparición o una fuerte reducción de los ingresos por 
causa de enfermedad, maternidad, accidente de trabajo, o enfermedad laboral, 
  
desempleo, invalidez, vejez y muerte; y también la protección en forma de 
asistencia médica y de ayuda a las familias con hijos”. (OIT, 1991). 
 
De acuerdo con esta definición, se puede decir que el objetivo de la Seguridad 
Social es: “Velar porque las personas que están en la imposibilidad - sea temporal o 
permanente – de obtener un ingreso, o que deben asumir responsabilidades 
financieras excepcionales, puedan seguir satisfaciendo sus necesidades, 
proporcionándoles, a tal efecto, recursos financieros o determinados bienes o 
servicios”. 
 
El sistema de Seguridad Social constituye un elemento imprescindible y un 
objetivo  esencial de la sociedad  moderna como sistema de protección pública de 
cualquier situación de necesidad y para todos los ciudadanos. La Seguridad Social  
trata de proteger su existencia, su salario y su capacidad productiva y la tranquilidad 
de su familia. La finalidad de la seguridad social es garantizar el derecho humano a 
la salud, la asistencia médica, la protección de los medios de subsistencia y los 
servicios  sociales necesarios para el bienestar individual y colectivo. (Cavero, s/a). 
 
La seguridad es entendida y aceptada como un derecho que le asiste a toda 
persona de acceder, por lo menos a una protección básica para satisfacer estados 
de necesidad. Es así, como la concepción universal respecto del tema ha llevado a 
cada nación  a organizarse con el objeto de configurar variados modelos al servicio 
de este objetivo. En este contexto siempre se concibió al Estado como el principal, 
sino el único promotor de esta rama de la política  socioeconómica puesto que los 
programas de seguridad social están incorporados en la planificación general de 
este. 
 
La seguridad social, se ha definido como: “un sistema a través del cual el 
Estado garantiza a las personas comprendidas en su campo de aplicación así como 
a los familiares o asimilados que tuvieren a su cargo, la protección adecuada frente a 
las contingencias y en las situaciones que se contemplan en la ley". (Calderon, s/a). 
  
La seguridad social, es el instrumento jurídico y económico que establece el 
Estado para abolir la necesidad y garantizar a todo ciudadano el ingreso para vivir y 
a la salud, a través del reparto equitativo de la renta nacional y por medio de 
prestaciones del Seguro Social, al que contribuyen los patrones, los trabajadores y el 
Estado, o alguno de ellos como subsidios, pensiones y atención facultativa y de 
servicios sociales, que otorgan de los impuestos de las dependencias de aquel, 
quedando amparados contra los riesgos profesionales y sociales, principalmente de 
las contingencias de la falta o insuficiencia de ganancia para el sostenimiento de él y 
de su familia. 
 
La seguridad social se refiere principalmente a un campo de bienestar social 
relacionado con la protección social o la cobertura de las problemáticas socialmente 
reconocidas, como la salud, la pobreza, la vejez, as discapacidades, el desempleo, 
las familias con niños y otras. 
 
Hoy se reconoce a la Seguridad Social como "un derecho inalienable del ser 
humano", concebido como "garantía para la obtención del bienestar de la población, 
y como factor de integración permanente, estabilidad y desarrollo armónico de la 
sociedad".  
 
También se considera que es "una responsabilidad indeclinable" de los 
Estados "garantizar a toda la población su derecho a la Seguridad Social, cualquiera 
sea el modelo de organización institucional, los modelos de gestión y el régimen 
financiero de los respectivos sistemas protectores que, dependiendo de sus propias 
circunstancias históricas, políticas, económicas y sociales, hayan sido elegidos".  
 
 
El derecho al trabajo en condiciones dignas y justas 
 
Por primera vez la expresión "derecho al trabajo", fue utilizada por Fourier, en su 
obra "Théorie de l'unité Universelle", de 1819. En ella argumenta sobre el derecho en 
  
cuestión, haciéndolo derivar, incluso, del mismo Dios. También suele ser 
considerado como impulsor del concepto del derecho al trabajo Sismondi, quien en 
1819 publica sus "Nouveaux principes". 
  
Sin embargo quienes van a potenciar y desarrollar el concepto del derecho al 
trabajo como derecho jurídicamente garantizado son Víctor Considerant y Louis 
Blanc. Para este último el derecho al trabajo tiene una doble perspectiva: negativa 
(se ataca la libre concurrencia y el laisser-faire liberal) y positiva: opone a los 
derechos individuales tradicionales el derecho socialista al trabajo, sobre el cual 
debe descansar el nuevo edificio económico y social. El Estado toma aquí un papel 
fundamental en la labor de dirección del proceso productivo. 
 
Algunas definiciones sobre el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas, 
que se tienen en cuenta para esta investigación son las siguientes:   
 
El derecho al trabajo es esencial para la realización de otros derechos 
humanos y constituye una parte inseparable e inherente de la dignidad 
humana. Toda persona tiene el derecho a trabajar para poder vivir con 
dignidad. El derecho al trabajo sirve, al mismo tiempo, a la supervivencia del 
individuo y de su familia y contribuye también, en tanto que el trabajo es 
libremente escogido o aceptado, a su plena realización y a su reconocimiento 
en el seno de la comunidad. (CDESC, 1999, p.  2). 
 
En el artículo 6 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de 1999 se estableció lo siguiente: “El derecho al trabajo es un derecho 
individual que pertenece a cada persona, y es a la vez  un derecho colectivo. 
Engloba todo tipo de trabajos, ya sean autónomos o trabajos dependientes sujetos a 
un salario”. (Ibíd., p.  3). 
 
 
  
Por su parte, y como acercamiento a una definición amplia, a continuación se 
plantea la opinión de la Asamblea Nacional Constituyente que lo definió así: 
 
El trabajo es toda actividad humana libre, consciente y noble, necesaria para la 
vida y generadora de capital y de instrumento de labores. Es bien del hombre y 
de la humanidad. De ahí su valor humano. Está superado el concepto de que el 
trabajo es una mercancía sometida a las leyes del mercado sin consideración a 
la persona que lo presta. El nuevo concepto de la actividad laboral se aparta de 
la simple valoración material de ella, elevándola al rango de un derecho 
consustanciado con la vida y  esencial del ser humano. Por eso llega a la 
incorporación del trabajo en los nuevos textos constitucionales con alta 
significación de los valores inmanentes que deben reconocerse y respetarse. El 
trabajo exige respeto para la dignidad de quien lo presta, o sea, el hombre. 
Este es un ser con fines propios qué cumplir por sí mismo; no es ni debe ser un 
simple medio para fines ajenos a los suyos. (Asamblea Nacional Constituyente, 
Gaceta Constitucional No. 45). 
 
En palabras del propio constituyente: 
 
El derecho al trabajo consiste en la facultad que tiene toda persona de 
emplear su fuerza de trabajo en una ocupación lícita por medio de la cual 
pueda adquirir los medios necesarios para vivir ella y su familia 
decorosamente. El derecho al trabajo a conseguir empleo u oficio; toda 
persona tiene derecho a que no se le impida trabajar. (...) 
 
El derecho al trabajo no sólo se desprende de la obligación social del 
trabajo, sino que se origina de otros derechos, como el de la propia 
subsistencia y el sostenimiento familiar. El derecho a la vida requiere de la 
necesidad de trabajar y, por consiguiente, nace el derecho al trabajo. Al 
existir radicalmente el derecho a la vida.  (Sentencia T- 475). 
  
La Constitución colombiana del año de 1991 en su artículo 25 plantea que “El 
trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de 
la especial protección del estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas”. 
 
Desde el punto de vista jurídico, el derecho del trabajo es la disciplina jurídica 
que regula la relación de trabajo surgida entre una persona natural que presta un 
servicio personal y se denomina trabajador a otra persona natural o jurídica que se 
beneficia de ese trabajo y se denomina empleador. Esa relación de trabajo esta 
mediada por el elemento de la subordinación en virtud del cual el empleador tiene el 
poder de disposición patrimonial, ordenación del trabajo, poder reglamentario, poder 
disciplinario, el deber de asistencia y su responsabilidad por los actos del trabajador. 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. El Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, creado en 1968, es una entidad del estado colombiano, que 
trabaja por la prevención y protección integral de la primera infancia, la niñez, la 
adolescencia y el bienestar de las familias en Colombia. 
ICBF con sus servicios brinda atención a niños y niñas, adolescentes y familias, 
especialmente a aquellos en condiciones de amenaza, insolvencia o vulneración de 
sus derechos. 
La Entidad cuenta con 33 regionales y 206 centros zonales en todo el 
país, llegando a más de 8 millones de colombianos con sus servicios. 
Aspectos salariales.  Refiere al dinero que una persona recibe como 
consecuencia de realizar un determinado servicio, dinero que se concede de forma 
regular cada cierto período de tiempo. El salario recibe su nombre debido a una 
práctica de entregar sal a cambio de una determinada actividad en el pasado, 
circunstancia que se comprende si se considera que la sal era un elemento escaso y 
necesario, circunstancia que elevaba su precio. El salario de un trabajador 
  
generalmente está relacionado con su productividad, aunque por supuesto esta 
relación es en muchas ocasiones digna de ser puesta en duda. 
Aspectos Contractuales. Son los lineamientos por los cuales se rigen un 
acuerdo de voluntades que crea o transmite derechos y obligaciones a las partes 
que lo suscriben. El contrato es un tipo de acto jurídico en el que intervienen dos o 
más personas y está destinado a crear derechos y generar obligaciones. Se rige por 
el principio de autonomía de la voluntad, según el cual, puede contratarse sobre 
cualquier materia no prohibida. Los contratos se perfeccionan por el mero 
consentimiento y las obligaciones que nacen del contrato tienen fuerza de ley entre 
las partes contratantes. 
 
Aspectos de Seguridad Social. Es un conjunto de medidas que la sociedad 
proporciona a sus integrantes con la finalidad de evitar desequilibrios económicos y 
sociales que, de no resolverse, significarían la reducción o la pérdida de los ingresos 
a causa de contingencias como la enfermedad, los accidentes, la maternidad o el 
desempleo, entre otras. 
 
La forma más común de identificar la seguridad social es mediante las 
prestaciones y la asistencia médica, sin embargo, esas son solo algunas de las 
formas en las que se presenta en la vida cotidiana. En los hechos, la seguridad 
social también se encuentra en los actos solidarios e inclusivos de las personas 
hacia los demás, pues esos actos llevan en sí mismos la búsqueda del bienestar 
social. 
 
 
 
 
 
 
 
  
Bases legales 
 
 
Constitución Política de Colombia de 1991 
 
Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 
modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 
trabajo en condiciones dignas y justas. 
 
 
Ley 75 de 1968 
Por la cual se dictan normas sobre filiación y se crea el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar 
 
Artículo 50. Créase el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como 
establecimiento público, esto es, como una entidad dotada de personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio propio. 
 
El instituto cumplirá las funciones que le atribuye la presente ley, tendrá 
duración indefinida y su domicilio legal será la ciudad de Bogotá pero podrá 
organizar oficinas en otras secciones del país. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
Ley 27 de 1974 
Por la cual se dictan normas sobre la creación y sostenimiento de Centros de 
atención integral al Pre-escolar, para los hijos de empleados y trabajadores de los 
sectores públicos y privados 
 
Artículo 1. Créanse los centros de atención integral al pre-escolar, para los hijos 
menores de 7 años de los empleados públicos y de los trabajadores oficiales y 
privados.  
 
Artículo 2. A partir de la vigencia de la presente Ley, todos  los patronos y 
entidades públicas y privadas, destinarán una  suma  equivalente al 2% de  su 
nómina mensual de  salarios para  que  el  Instituto  de  Bienestar  Familiar  atienda  
a  la  creación  y  sostenimiento  de  centros  de  atención integral al pre-escolar, 
para menores  de 7 años hijos de empleados públicos: y de trabajadores oficiales y 
privados. 
 
Parágrafo. Los Centros de atención integral al pre-escolar, que se crean por la 
presente Ley,  harán parte de un sistema nacional  de bienestar familiar, y tendrán el 
carácter de instituciones  de  utilidad  común.  Quedan  incluidas  en  la  
denominación  a  que  se refiere   este  artículo,  las instituciones que prestan 
servicios de sala-cunas, guarderías y jardines infantiles sin ánimo de lucro, los 
centros comunitarios para la infancia y similares. 
 
Artículo 3.  El porcentaje de qué trata el artículo segundo  se calculará sobre 
lo pagado por  concepto de salario, conforme lo describe el Código Sustantivo del 
Trabajo en su Artículo 127,  a todos: los trabajadores del empleador en el respectivo 
mes,  sea que el pago se efectúe en  dinero  o  en  especie.  Los  salarios  pagados  
a  extranjeros que  trabajen  en  Colombia  también  deberán incluirse aunque los 
pagos se efectúen en moneda extranjera. Toda remuneración que  se pague en 
moneda extranjera, deberá liquidarse, para efectos de la  base del aporte, al tipo  
oficial de cambio imperante el día último del mes al cual corresponde el pago.  
  
Ley 89 de 1988 
Por la cual se asignan recursos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y se 
dictan otras disposiciones 
 
Artículo 1. A partir del 1o de enero de 1989 los aportes para el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar -ICBF- ordenados por las Leyes 27 de 1974 y 7a de 1979, se 
aumentan al tres por ciento (3%) del valor de la nómina mensual de salarios.  
 
Parágrafo 2o. El incremento de los recursos que establece esta Ley se 
dedicará exclusivamente a dar continuidad, desarrollo y cobertura a los Hogares 
Comunitarios de Bienestar de las poblaciones infantiles más vulnerables del país.  
 
Se entiende por Hogares Comunitarios de Bienestar, aquellos que se 
constituyen a través de becas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF- 
a las familias con miras a que en acción mancomunada con sus vecinos y utilizando 
un alto contenido de recursos locales, atiendan las necesidades básicas de nutrición, 
salud, protección y desarrollo individual y social de los niños de los estratos sociales 
pobres del país 
 
 
Ley 509 de 1999 
Por la cual se disponen unos beneficios en favor de las Madres Comunitarias en 
materia de Seguridad Social y se otorga un Subsidio Pensional 
 
Artículo  1. En virtud de la presente ley, las Madres Comunitarias del Programa de 
Hogares Comunitarios del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, se harán 
acreedoras a título personal a las mismas prestaciones asistenciales y económicas 
de que gozan los afiliados del régimen contributivo previsto por la Ley 100 de 1993. 
Los miembros de este grupo familiar tendrán derecho a la prestación del servicio de 
salud, como afiliados prioritarios del régimen subsidiado. 
  
Parágrafo 1º.- Las prestaciones económicas a que se refiere el presente 
artículo, se liquidarán con base en las sumas que efectivamente reciban las Madres 
Comunitarias por concepto de la bonificación prevista por los reglamentos del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
 
Parágrafo 2º.- Las Madres Comunitarias que se encuentren disfrutando de los 
beneficios del régimen contributivo no podrán en ningún caso acceder a los 
beneficios de este régimen especial, para evitar la doble afiliación al SGSS. Estas 
Madres Comunitarias serán registradas como afiliadas cotizantes y sus aportes 
estarán representados por el valor de la UPC del régimen contributivo. 
 
Artículo  2. Las Madres Comunitarias cotizarán mensualmente como aportes 
al Sistema de Seguridad Social en Salud un ocho por ciento (8%) de la suma que 
reciben por concepto de bonificación. En caso de que el monto de la bonificación 
resulte inferior a la mitad del salario mínimo legal mensual vigente, el porcentaje del 
aporte se liquidará sobre la base del cincuenta por ciento (50%) de este salario 
mínimo. 
 
Las organizaciones administradoras del programa Hogares de Bienestar 
recaudarán las sumas citadas, mediante la retención y giro del porcentaje descrito, a 
la entidad Promotora de Salud -EPS- escogida por la Madre Comunitaria, dentro de 
la oportunidad prevista por la ley para el pago de las cotizaciones. 
 
Parágrafo.- Con el propósito, entre otros, de facilitar la capacidad de pago de 
los aportes a la seguridad social, las tasas de compensación que las Madres 
Comunitarias cobran a los padres usuarios serán de su propiedad exclusiva. 
 
 
 
 
 
  
Ley 797 del 2003    
Por la cual se reforman algunas disposiciones del sistema general de pensiones 
previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobre los Regímenes 
Pensionales exceptuados y especiales 
 
Artículo 13. Características del Sistema General de Pensiones.  
 
i) El fondo de solidaridad pensional estará destinado a ampliar la cobertura 
mediante el subsidio a los grupos de población que, por sus características y 
condiciones socioeconómicas, no tienen acceso a los sistemas de seguridad social, 
tales como trabajadores independientes o desempleados, artistas, deportistas, 
madres comunitarias y discapacitados. Créase una subcuenta de subsistencia del 
Fondo de Solidaridad Pensional, destinado a la protección de las personas en estado 
de indigencia o de pobreza extrema, mediante un subsidio económico, cuyo origen, 
monto y regulación se establece en esta ley. La edad para acceder a esta protección 
será en todo caso tres (3) años inferior a la que rija en el sistema general de 
pensiones para los afiliados. 
 
 
Ley 1023 de 2006   
Por la cual se vincula el núcleo familiar de las madres comunitarias al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones. 
 
Artículo 1. Afiliación. Las Madres Comunitarias del programa de Hogares 
Comunitarios del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, se afiliarán con su 
grupo familiar al régimen contributivo del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud y se harán acreedoras de todas las prestaciones asistenciales y económicas 
derivadas del mismo. 
 
Parágrafo 1°. La base de cotización para la liquidación de aportes con destino 
a la seguridad social por parte de las madres comunitarias así como las prestaciones 
  
económicas se hará teniendo en cuenta las sumas que efectivamente reciban las 
Madres Comunitarias por concepto de bonificación prevista por los reglamentos del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
 
Artículo 2. Cotización. Las Madres Comunitarias cotizarán mensualmente 
como aporte al Sistema General de Seguridad Social en Salud un valor equivalente 
al cuatro por ciento (4%) de la suma que reciben por concepto de bonificación del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
 
Parágrafo. Las Organizaciones Administradoras del Programa Hogares de 
Bienestar recaudarán las sumas citadas, mediante la retención y giro del porcentaje 
descrito, a la Entidad Promotora de Salud, EPS, escogida por la Madre Comunitaria, 
dentro de la oportunidad prevista por la Ley para el pago de las cotizaciones. 
 
Artículo 3. Las tasas de compensación que las Madres Comunitarias cobran a 
los padres usuarios serán de su propiedad exclusiva. 
 
 
Ley 1111 de 2006 
Por la cual se modifica el estatuto tributario de los impuestos administrados por la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
 
Artículo 42. Modificase el inciso 1° del numeral 1, los numerales 5, 7, 11 y 14 y 
Adicionase un numeral y un Parágrafo al artículo 879 del Estatuto Tributario, los 
cuales quedan así: 
 
18. Los retiros que realicen las asociaciones de hogares comunitarios 
autorizadas por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, de los recursos 
asignados por esta entidad 
 
 
  
Ley 1151 de 2007 
Por el cual se expide el Plan de Desarrollo 2006-2010 
 
Artículo 18. Riesgos profesionales y protección al cesante. En términos de riesgos 
profesionales y protección al cesante, se aumentará la afiliación al sistema de 
riesgos profesionales y al número de empresas afiliadas a dicho sistema, al tiempo 
que se buscará aumentar la cobertura, en afiliación a pensiones. El Ministerio de la 
Protección Social podrá reglamentar la afiliación de grupos especiales como las 
Madres Comunitarias del Programa de Hogares Comunitarios del ICBF. 
 
Artículo 104. Tarifas para Hogares Comunitarios.  Reglamentado por el 
Decreto Nacional 3590 de 2007. Para efecto del cálculo de las tarifas de acueducto, 
alcantarillado y aseo, los inmuebles de uso residencial donde funcionan los hogares 
comunitarios de bienestar y sustitutos serán considerados estrato uno (1). El 
Gobierno Nacional reglamentará la aplicación de este artículo. 
 
 
Ley 1187 de 2008 
Por la cual se adiciona un Parágrafo 2° al artículo 2° de la Ley 1023 de 2006 y se 
dictan otras disposiciones 
 
Artículo 1. Adiciónese un Parágrafo 2° al artículo 2° de la Ley 1023 de 2006, el cual 
quedará así: 
 
Parágrafo 2°. Para el financiamiento de la afiliación al Régimen contributivo 
del grupo familiar de las madres comunitarias se aplicará lo previsto en los artículos 
3° y 4° de la Ley 509 de 1999, sin perjuicio de la progresión de cobertura universal 
establecida el artículo 9° de la Ley 1122 de 2007. 
 
Artículo  2. Acceso al Fondo de Solidaridad Pensional. De conformidad con lo 
previsto por la Ley 797 de 2003, el Fondo de Solidaridad Pensional subsidiará los 
  
aportes al Régimen General de Pensiones de las Madres Comunitarias, cualquiera 
sea su edad y tiempo de servicio como tales. 
 
El Gobierno Nacional garantizará la priorización al acceso de las Madres 
Comunitarias al subsidio de la Subcuenta de Subsistencia de que trata la Ley 797 de 
2003, cuando no cumplan con los requisitos para acceder al Fondo de Solidaridad 
Pensional - Subcuenta de Solidaridad, o cuando habiendo cumplido la edad en los 
términos de la ley no alcancen a completar el requisito de semanas de cotización 
exigido. 
 
Parágrafo 1°. Las Madres Comunitarias para ser beneficiarias de los subsidios 
de la subcuenta de Solidaridad, deben acreditar la calidad de Madres Comunitarias 
que ostenta, por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, o quien haga 
sus veces. 
 
Parágrafo 2°. Las madres sustitutas, los agentes educativos FAMI (Familia, 
Mujer e Infancia), tendrán acceso al Fondo de Solidaridad Pensional, previo 
cumplimiento de los requisitos exigidos por la presente ley. 
 
Artículo 3. Habilitación de la condición de beneficiario. Quienes hayan perdido 
la condición de Beneficiarios del Fondo de Solidaridad Pensional, por haber incurrido 
en mora y por haberse retirado en cualquier tiempo de manera voluntaria con 
anterioridad a la vigencia de la presente ley, podrán reactivar su condición 
manifestando su voluntad de ingresar nuevamente al Fondo. 
 
Artículo  4.  Reglamentado por el Decreto Nacional 1490 de 2008. La 
bonificación mensual de las madres comunitarias se incrementara al 70% del salario 
mínimo legal mensual vigente a partir del 1° de enero de 2008, sin perjuicio de los 
posteriores incrementos que se realicen. 
 
 
  
Ley 1450 de 2011 
Por la cual se expide el Plan de Desarrollo 2010-2014 
 
Artículo 127. Tarifas para hogares comunitarios. Para efecto del cálculo de las tarifas 
de acueducto, alcantarillado, aseo, energía y gas domiciliario, los inmuebles de uso 
residencial donde funcionan los hogares comunitarios de bienestar y sustitutos serán 
considerados estrato uno (1).  
 
Artículo 164. Subsidio de Solidaridad Pensional. Tendrán acceso al subsidio 
de la subcuenta de subsistencia del fondo de solidaridad pensional de que tratara la 
ley 797 de 2003 las personas que dejen de ser madres comunitarias y no reúnan los 
requisitos para acceder a la pensión, ni sean beneficiarias del programa de 
asignación de beneficios económicos periódicos (BEPS) del régimen subsidiado en 
pensiones y por tanto cumplan con las condiciones para acceder a la misma. 
 
La identificación de las posibles beneficiarias a este subsidio la realizará el 
ICBF, entidad que complementará en una proporción que se defina el subsidio a 
otorgar por parte de la subcuenta de subsistencia del fondo de solidaridad pensional. 
El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 
 
Artículo 165. Bonificación para las madres comunitarias y sustitutas. Durante 
las vigencias 2012, 2013 y 2014 la bonificación que se les reconoce a las madres 
comunitarias tendrá un incremento correspondiente al doble del IPC publicado por el 
DANE. 
 
Así mismo, el Instituto Colombiano de Bienestar familiar podrá asignar una 
bonificación para las Madres Sustitutas, adicional al aporte mensual que se viene 
asignando para la atención exclusiva del Menor. 
 
  
Adicionalmente se les reconocerá un incremento que, como trabajadoras 
independientes, les permita en forma voluntaria afilarse al Sistema General de 
Riesgos Profesionales. 
 
Artículo 166. Ajuste del cálculo actuarial para madres comunitarias. El 
Gobierno Nacional destinará una suma a cubrir el valor actuarial de las cotizaciones 
de aquellas madres comunitarias que adquirieron esa condición por primera vez, a 
partir de la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003 y hasta la vigencia de la Ley 
1187 de 2008 y por lo tanto no tuvieron acceso al fondo de solidaridad pensional 
durante este periodo. 
 
Dicha suma cubrirá exclusivamente las semanas en las cuales las madres 
comunitarias hubiesen desarrollado su actividad en el periodo mencionado, y 
siempre y cuando detenten esa condición en la actualidad, de acuerdo con la 
certificación que al respecto expida el ICBF. El valor de esa suma se reconocerá y 
pagará directamente a la administradora de prima media, a la cuál estarán afiliadas 
en la forma en que establezca el Gobierno Nacional, al momento en que se haga 
exigible para el reconocimiento de la pensión, quedando identificado y sujeto a las 
mismas condiciones de que trata el artículo 29 de la Ley 100 de 1993. 
 
Artículo 167. Adiciónese el literal d) al artículo 19 de la Ley 789 de 2002, el 
cual quedará así: 
 
Artículo 19. Régimen de afiliación voluntaria para expansión de cobertura de 
servicios sociales. 
 
d) Las madres comunitarias pertenecientes a los programas del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, las cuales pagaran el 0.6% sobre el valor real de 
la bonificación percibidas por éstas. 
 
  
Artículo 136. Ajuste de la oferta programática para la primera infancia. El 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF- priorizará su presupuesto en 
forma creciente para ser destinado a la financiación de la estrategia de atención a la 
primera infancia. Acción Social, el Ministerio de Protección Social y el Ministerio de 
Educación Nacional, en lo de sus competencias, atenderán los criterios fijados en la 
política para la atención a la primera infancia.  
 
La Comisión intersectorial para la atención integral a la primera infancia 
definirá el mecanismo y los plazos para poner en marcha la estrategia de ajuste de 
oferta programática. Lo anterior, sin que se afecten las funciones del ICBF como ente 
que vela por la protección de las familias y los niños en el marco de los establecido 
en la ley 1° de 1968 y la ley 1098 de 2005. 
 
Parágrafo 1°. Entiéndase atención integral a la primera infancia, como la 
prestación del servicio y atención dirigida a los niños y niñas desde la gestación 
hasta los 5 años y 11 meses, de edad, con criterios de calidad y de manera 
articulada, brindando intervenciones en las diferentes dimensiones del Desarrollo 
Infantil Temprano en salud, nutrición, educación inicial, cuidado y protección.  
 
Parágrafo 2°. Con el fin de implementar el modelo de atención integral se 
tendrán en cuenta los siguientes criterios:  
 
1) Se dará prioridad al entorno institucional para cualificar los Hogares 
Comunitarios de Bienestar, entre otras modalidades no integrales, y para atender a 
los niños que no reciben ningún tipo de atención;  
 
2) En aquellos lugares donde no sea posible cualificar Hogares Comunitarios 
con el entorno institucional, se tendrá como modelo el entorno comunitario; y  
 
3) Para zonas rurales dispersas se tendrá como modelo de atención el 
entorno familiar. 
  
 
4) Se buscará la formación y profesionalización de las madres comunitarias, 
con el fin de prestar una mejor atención de los niños y niñas, conforme al desarrollo 
de la estrategia de Atención Integral a la Primera Infancia previsto por la Comisión 
Intersectorial para la Primera Infancia. 
 
Parágrafo 3°. Para efectos del presente artículo se tendrán como base los 
desarrollos técnicos y normativos que se expidan en el marco de la Comisión 
Intersectorial para la Atención Integral a la Primera Infancia, creada por el Gobierno 
Nacional.  
 
Parágrafo 4°. Con el fin de alcanzar las coberturas universales en el programa 
de alimentación escolar – PAE-, el Gobierno Nacional trasladará del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) al Ministerio de Educación Nacional (MEN), 
la orientación, ejecución y articulación del programa, sobre la base de estándares 
mínimos de obligatorio cumplimiento para su prestación, de manera concurrente con 
las entidades territoriales.  
 
Para el efecto, el MEN realizará la revisión, actualización y definición de los 
lineamientos técnicos-administrativos, de los estándares, y de las condiciones para la 
prestación del servicio para la ejecución del Programa, que serán aplicados por las 
entidades territoriales, los actores y operadores del programa. El PAE se financiará 
con recursos de diferentes fuentes. El MEN cofinanciará sobre la base de los 
estándares mínimos definidos para su prestación, para lo cual podrá celebrar 
contratos de aporte en los términos del artículo 127 del Decreto 2388 de 1979 y 
promoverá esquemas de bolsa común con los recursos de las diferentes fuentes que 
concurran en el financiamiento del Programa.  
 
Las entidades territoriales podrán ampliar cupos y/o cualificar la 
complementación con recursos diferentes a las asignaciones del SGP. En ningún 
caso podrá haber ampliación de coberturas y/o cualificación del programa, mientras 
  
no se garantice la continuidad de los recursos destinados a financiar dicha 
ampliación y/o cualificación. 
 
Establecer  claramente que los niños y niñas deben recibir una atención 
integral no escolarizada, en salud, nutrición y educación inicial desde la Gestación 
hasta los 5 años y 11 meses. 
 
Artículo 137. Atención integral de la primera infancia AIPI. El Gobierno 
Nacional con concepto de la Comisión Intersectorial para la Atención Integral a la 
Primera Infancia, definirá e implementará el esquema de financiación y ejecución 
interinstitucional de la estrategia de Atención Integral a la Primera Infancia. Dicho 
esquema permitirá la sostenibilidad de la estrategia y la ampliación progresiva de la 
cobertura con calidad. 
 
Lo anterior deberá desarrollar los siguientes aspectos: 
 
a) Definición, formalización e implementación de los lineamientos operativos y 
estándares de calidad en la prestación del servicio, en cada uno de los componentes 
de la estrategia de Atención Integral a la Primera Infancia. 
 
b) Definición de la población elegible a ser cubierta de manera progresiva y 
sostenible con la estrategia de atención integral a la primera infancia conforme a lo 
establecido en el artículo 24 de la Ley 1176 de 2007. 
 
c) De acuerdo con los lineamientos y estándares de la estrategia AIPI se 
realizará la revisión, ajuste, fusión o eliminación de los programas que hacen parte 
de la estrategia. 
 
d) Generación y adopción de los mecanismos administrativos, presupuestales, 
financieros y de gestión, necesarios para garantizar que los Departamentos, 
Municipios y Distritos aseguren dentro de sus Planes de Desarrollo los recursos para 
  
la financiación de la atención integral a la primera infancia y su obligatoria 
articulación y cofinanciación con la Nación, para la ampliación sostenible de 
cobertura con calidad. 
 
e) Diseño, implementación, seguimiento y evaluación de alternativas de 
Participación Público – Privadas en el desarrollo de infraestructura, la prestación de 
servicios y otras actividades pertinentes para el desarrollo y consolidación de la 
estrategia de atención integral a la Primera Infancia. 
 
f) El desarrollo integrado del sistema de información, aseguramiento de la 
calidad, vigilancia y control, rendición de cuentas, veedurías ciudadanas y de los 
mecanismos y agenda de evaluaciones requeridas para el desarrollo y consolidación 
de la estrategia de atención integral a la Primera Infancia.  
 
Parágrafo 1°. La solvencia para el financiamiento de la estrategia de atención 
integral a la primera infancia, por parte de las entidades territoriales, deberá 
fundamentarse en suscripción de convenios de cofinanciación, en los que la 
asignación de recursos por parte de la entidades nacionales en la zonas con menor 
capacidad de financiamiento y brechas de cobertura, se hará conforme a lo que 
establezca la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional.  
 
Parágrafo 2°. En concordancia con los artículos 201, 205 y 206 de la Ley 1098 
de 2006, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como rector del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar y Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Política 
Social, coordinará y adelantará las gestiones necesarias para el desarrollo por parte 
de las entidades nacionales competentes, de las políticas, planes, programas y 
proyectos previstos en las bases del plan nacional de desarrollo en infancia y 
adolescencia y la movilización y apropiación de los recursos presupuestales por 
parte de éstas. Para el efecto, en el marco del Consejo Nacional de Política Social 
del artículo 206 de la ley 1098 de 2006, coordinará la preparación de un informe de 
seguimiento y evaluación al Congreso de la República, que contemple los avances 
  
en la materia por ciclos vitales Primera Infancia (Prenatal – 5 años), Niñez (6 -13 
años) y Adolescencia (14 – 18 años). 
 
Adicionalmente, el ICBF como rector del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar constituirá e implementará un Sistema Único de Información de la Infancia – 
SUIN, que permita mantener el seguimiento del cumplimiento progresivo de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, valorando las condiciones 
socioeconómicas, los riesgos y la vulnerabilidad de los hogares, conforme a las 
fuentes disponibles. 
 
El Gobierno Nacional identificará y articulará los diferentes sistemas de 
información y las bases de datos que manejen las entidades que tienen 
responsabilidades con los niños y las niñas, y de las que se puedan servir para 
diseñar e implementar el SUIN. 
 
 
Ley 1587 de 2012 
Por la cual se efectúan unas modificaciones al Presupuesto General de la Nación 
para la vigencia fiscal de 2012 
 
Artículo 6. Garantía de acceso de las madres comunitarias al fondo de solidaridad 
pensional - subcuenta de solidaridad. Con el fin de garantizar el acceso de las 
madres comunitarias que al momento de la expedición de esta norma conserven tal 
calidad, al subsidio al aporte de la Subcuenta de Solidaridad de que trata la Ley 797 
de 2003, por una única vez y dentro de los 3 meses siguientes a la vigencia de la 
presente ley, las madres comunitarias que se encuentren afiliadas al Régimen de 
Ahorro Individual podrán trasladarse al Régimen de Prima Media. Para estos efectos, 
no son aplicables los plazos de que trata el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el artículo 2o de la Ley 797 de 2003. El Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF), o quien haga sus veces, deberá acreditar la calidad de las 
  
Madres Comunitarias, con el fin de que puedan realizar el traslado de Régimen de 
qué trata este artículo. 
 
Parágrafo 1o. Las madres comunitarias que se vinculen al programa de 
hogares comunitarios con posterioridad a la vigencia de esta ley y que se encuentren 
afiliadas en pensiones al Régimen de Ahorro Individual podrán trasladarse al 
Régimen de Prima Media con Prestación Definida sin que les sean aplicables los 
términos mínimos de traslado de que trata el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el artículo 2o de la Ley 797 de 2003, con el fin de que sean 
beneficiarias del Programa del Subsidio al Aporte. Para los efectos de ese artículo, el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), deberá acreditar la calidad de las 
Madres Comunitarias, con el fin de que puedan realizar el traslado de Régimen. 
 
Parágrafo 2o. Las Asociaciones de Padres o en su defecto las Direcciones 
Territoriales del ICBF deberán adelantar una campaña dirigida a las madres 
comunitarias, para informarles sobre la posibilidad de traslado de que trata el 
presente artículo. 
 
 
Ley 1593 del 2012 
Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de 
Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2013 
 
En el presupuesto general de la nación para el 2013 se incluyó una partida 
presupuestal de 200 mil millones de pesos para dar cumplimiento a la sentencia de 
la Corte Constitucional que obligó al Gobierno Nacional a pagar el salario mínimo a 
las 78 mil madres comunitarias del país.  
 
 
 
 
  
Ley 1607 del 2012 
Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones 
Artículo  36.  Reglamentado parcialmente por el Decreto Nacional 289 de 2014. 
Durante el transcurso del año 2013, se otorgará a las Madres Comunitarias y 
Sustitutas una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. De 
manera progresiva durante los años 2013, se diseñarán y adoptarán diferentes 
modalidades de vinculación, en procura de garantizar a todas las madres 
comunitarias el salario mínimo legal mensual vigente, sin que lo anterior implique 
otorgarles la calidad de funcionarias públicas. 
 
  La segunda etapa para el reconocimiento del salario mínimo para las madres 
comunitarias se hará a partir de la vigencia 2014. Durante ese año, todas las Madres 
Comunitarias estarán formalizadas laboralmente y devengarán un salario mínimo o 
su equivalente de acuerdo con el tiempo de dedicación al Programa. Las madres 
sustitutas recibirán una bonificación equivalente al salario mínimo del 2014, 
proporcional al número de días activos y nivel de ocupación del hogar sustituto 
durante el mes. 
 
 
Decreto 3590 de 2007 
Por el cual se reglamenta el artículo 104 de la Ley 1151 de 2007 
 
Artículo 1. Para la facturación de los servicios públicos domiciliarios de acueducto, 
alcantarillado y aseo, y sin perjuicio de la estratificación socioeconómica que les 
haya sido asignada por el municipio o distrito, los inmuebles de uso residencial en 
donde se preste el servicio de hogares comunitarios de bienestar y hogares 
sustitutos, serán considerados como usuarios pertenecientes al estrato uno.  
 
Artículo 2. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a través de sus 
Direcciones Regionales, remitirá a las entidades prestadoras de servicios públicos de 
acueducto, alcantarillado y aseo de su jurisdicción, dentro de los quince días 
  
siguientes a la publicación del presente decreto, certificación que contenga la 
identificación del hogar comunitario o sustituto así como su dirección. Esta 
información deberá ser actualizada por las respectivas Direcciones Regionales de 
forma semestral. 
 
Recibida la certificación, las entidades prestadoras de los servicios públicos 
domiciliarios, procederán a efectuar los ajustes que sean necesarios para realizar el 
respectivo cobro, a más tardar en el siguiente período de facturación. 
 
Parágrafo. En el evento en que se incluya un nuevo hogar comunitario o 
sustituto al programa después de la remisión de la certificación a la que hace 
referencia el presente artículo, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar remitirá 
la respectiva certificación a las entidades prestadoras de servicios públicos de 
acueducto, alcantarillado y aseo de su jurisdicción, dentro de los quince días 
siguientes al reporte de la novedad, con el fin de que estos puedan disfrutar del 
beneficio de que trata el presente decreto a más tardar en el siguiente período de 
facturación. 
 
 
Decreto 1490 de 2008 
Por el cual se reglamenta el artículo 4° de la Ley 1187 de 2008, "por la cual se 
adiciona un Parágrafo 2° al artículo 2° de la Ley 1023 de 2006 y se dictan otras 
disposiciones 
Artículo 1. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar incrementará la 
bonificación de las Madres Comunitarias hasta el setenta por ciento (70%) del salario 
mínimo legal mensual vigente de acuerdo con la modalidad de atención y el número 
de niños atendidos. 
Artículo 2. El incremento de que trata el artículo anterior se reconocerá en 
forma proporcional de la siguiente manera: 
  
Modalidad Bonificación 2008 
Tiempo Completo con 14 $323,400 
Tiempo Completo con 13 $300,300 
Tiempo Completo con 12 $277,200 
Medio Tiempo con 14 $230,580 
Medio Tiempo con 13 $214,110 
Medio Tiempo con 12 $197,640 
FAMI con 15 $230,745 
FAMI con 14 $215,362 
FAMI con 13 $199,979 
FAMI con 12 $184,596 
 
Parágrafo 1°. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a través de su 
Director General, podrá incrementar el valor de la bonificación anualmente, y 
establecer las cuotas de participación que deben pagar los padres de familia en las 
modalidades de atención de la primera infancia y demás programas. 
 
Decreto 1924 de 2009 
Por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 49 de 1990, 3 de 1991 y 1151 de 
2007 en relación con el Subsidio Familiar de Vivienda de Interés Social en dinero 
para áreas urbanas 
 
Artículo 1. Subsidio de Mejoramiento de Vivienda para Madres Comunitarias: Será 
posible aplicar el beneficio del subsidio en la modalidad de mejoramiento a viviendas 
  
de propiedad de madres comunitarias, o de su grupo familiar vinculadas a los 
programas de hogares comunitarios de bienestar, Famis y madres sustitutas 
previamente certificadas por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, con el 
objetivo de intervenir alguna de las carencias determinadas en el Decreto 975 de 
2004 o las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan o para intervenir 
aspectos físicos de la vivienda destinados a acondicionar espacios idóneos para el 
funcionamiento de estos programas. 
 
Artículo 2. Aplicación del Subsidio Familiar de Vivienda para Madres 
Comunitarias. El subsidio de vivienda en la modalidad de adquisición de vivienda, 
asignado a hogares vinculados a los programas Hogares de bienestar, Famis y 
madres sustitutas, debidamente certificados por el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, podrá ser aplicado a la compra de vivienda nueva o usada. 
 
Artículo 3. Certificación. Para efectos de lo dispuesto en el presente decreto, 
los hogares deberán presentar ante la entidad otorgante, la respectiva certificación 
emitida por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en la que se 
demuestre su vinculación a los programas de hogares comunitarios de bienestar, 
Famis y madres sustitutas. 
 
 
Decreto 605 de 2013 
Por el cual se reglamentan los artículos 164 y 166 de la Ley 1450 de 2011 
 
Artículo 2. Subsidio del Fondo de Solidaridad Pensional. Tendrán acceso al subsidio 
otorgado por la subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, el 
cual será complementado por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 
las personas que dejaron de ser madres comunitarias a partir de la entrada en 
vigencia de la Ley 1450 de 2011 y no reúnan los requisitos para tener una pensión ni 
sean beneficiarias del Servicio Social Complementario de los Beneficios Económicos 
Periódicos (BEPS). 
  
Artículo 3. Requisitos. Para acceder al subsidio de la Subcuenta de 
Subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, las personas de las que trata el 
artículo 2° del presente decreto, deberán cumplir con los siguientes requisitos: 
 
a) Ser colombiano. 
b) Tener como mínimo 55 años de edad si es mujer o 60 años de edad si es 
hombre, edad que a partir del 1° de enero de 2014 aumentará en dos años. 
c) Residir durante los últimos diez años en el territorio nacional. 
d) Acreditar la condición de retiro como madre comunitaria del Programa de 
Hogares Comunitarios de Bienestar Familiar a partir de la entrada en vigencia de la 
Ley 1450 de 2011. 
 
Artículo 4. Criterios de priorización. En el proceso de selección para el acceso 
al subsidio de la subcuenta de Subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional que 
adelante el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberá aplicar los siguientes 
criterios de priorización: 
 
a) La edad del aspirante. 
b) El tiempo de permanencia al Programa de Hogares Comunitarios de 
Bienestar Familiar. 
c) La minusvalía o discapacidad física o mental del aspirante. 
 
Parágrafo. Los cupos serán asignados anualmente por el Comité Directivo del 
Fondo de Solidaridad Pensional y las bases de ponderación de cada uno de los 
criterios señalados, serán las que establezca el Ministerio del Trabajo. 
 
Artículo 5. Valor del Subsidio. El monto del subsidio a cargo de la Subcuenta 
de Subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, será el mismo que hoy se 
entrega a los adultos mayores a través del Programa de Protección Social al Adulto 
  
Mayor, en cada ente territorial del país, según el municipio en el que resida la 
persona beneficiaria. 
 
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), asumirá la diferencia 
entre lo otorgado por el Programa de Protección Social al Adulto Mayor y el valor que 
se establece a continuación: 
 
 
 
Parágrafo 1°. Este subsidio se pagará en los mismos periodos y con las 
mismas condiciones que para los beneficiarios de la subcuenta de subsistencia del 
Fondo de Solidaridad Pensional. 
 
Parágrafo 2°. El Ministerio del Trabajo y el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF), suscribirán un Convenio Interadministrativo, en el cual se deberán 
incluir los aspectos operativos para la transferencia de los recursos que debe realizar 
el ICBF para completar el subsidio de que trata el presente artículo. 
 
Artículo 6. Pérdida del Subsidio. La persona beneficiaria perderá el subsidio 
en los siguientes eventos: 
 
a) Muerte del beneficiario. 
b) Comprobación de falsedad en la información suministrada o intento de 
conservar fraudulentamente el subsidio. 
c) Percibir una pensión u otra clase de renta. 
d) No cobro consecutivo de subsidios programados en dos giros. 
e) Ser propietario de más de un bien inmueble. 
  
Parágrafo. Las novedades de las personas beneficiarias serán reportadas al 
administrador fiduciario de los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional por el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), conforme con el procedimiento 
que para tal fin establezca el Ministerio del Trabajo. 
 
Artículo 7°. Cálculo actuarial. Las madres comunitarias que adquirieron tal 
calidad por primera vez entre el 29 de enero de 2003 y el 14 de abril de 2008, y no 
tuvieron acceso al Fondo de Solidaridad Pensional durante este período, podrán 
beneficiarse del pago del valor actuarial de las cotizaciones para el citado período, 
conforme lo establece el artículo 166 de la Ley 1450 de 2011. 
 
Artículo 8°. Procedimiento para la certificación de las cotizaciones de las 
madres comunitarias de que trata el artículo 166 de la Ley 1450 de 2011. Con el 
objeto de realizar la certificación de las cotizaciones de las madres comunitarias, 
deberá seguirse el siguiente procedimiento: 
 
a) Dentro de los tres (3) meses siguientes a la vigencia del presente decreto 
las Direcciones Regionales del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberán 
identificar la población de madres comunitarias que se hayan vinculado al programa 
de Hogares Comunitarios de Bienestar Familiar (HCB) por primera vez entre el 29 de 
enero de 2003 y el 14 de abril de 2008 y que ostenten esa condición en la 
actualidad. 
 
Para la identificación de estas madres cada Dirección Regional deberá 
desarrollar una actividad de acompañamiento y verificación con las entidades 
contratistas a las cuales pertenecen las madres comunitarias con el objeto de que 
sean ellas las que hagan la entrega oficial al ICBF de la información de las madres 
pertenecientes a dicha entidad. 
 
  
b) Una vez recopilada la información, las Direcciones Regionales del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, dentro del mes (1) siguiente, deberán consolidar 
en una base de datos la información de las madres comunitarias que puedan ser 
objeto del beneficio establecido en el artículo 166 de la Ley 1450 de 2011, la cual 
deberá contener como mínimo, los nombres y apellidos de las eventuales 
beneficiarias, el tipo y el número de identificación y el número de semanas en las 
cuales la madre comunitaria desarrolló su actividad en el período mencionado. 
 
c) Vencido el término antes señalado e identificada la población de madres 
comunitarias beneficiarias del artículo 166, las Direcciones Regionales enviarán la 
información por medio magnético a la Dirección General del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar y esta a su vez, remitirá dicha información al administrador 
fiduciario de los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional con el fin de que sea 
validada con la base de datos de los beneficiarios de la Subcuenta de Solidaridad del 
citado Fondo. 
 
Recibidos los resultados, la Dirección General del ICBF realizará la 
verificación y consolidación de la información que identifica a las madres 
comunitarias que pudieran ser objeto del beneficio previsto en el artículo 166 de la 
Ley 1450 de 2011, en un único archivo de nivel nacional, para lo cual la Dirección 
General contará con un término de dos (2) meses. 
 
d) Verificada y consolidada la base de datos en la Dirección General del ICBF, 
el Instituto mantendrá bajo custodia esta información, hasta tanto las eventuales 
madres comunitarias que puedan ser objeto del pago del valor actuarial de las 
cotizaciones, al cumplir el requisito de edad establecido en el Régimen de Prima 
Media con Prestación Definida para acceder a la pensión, le soliciten remitir la 
respectiva información a la administradora. 
 
Por su parte la Administradora del Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida, verificará si con estas semanas la madre comunitaria cumple o no con los 
  
requisitos para tener derecho a una pensión del Sistema General de Pensiones. En 
caso de que la administradora concluya que con estas semanas la madre 
comunitaria cumple con los requisitos para acceder a una pensión de vejez, 
procederá a realizar el cálculo actuarial y lo remitirá al Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar para que inicie el trámite presupuestal que corresponda, con el fin 
de que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público realice la transferencia de 
recursos a la Administradora del Régimen de Prima Media con Prestación Definida. 
 
Parágrafo. El valor actuarial de las cotizaciones a que haya lugar, se 
reconocerá y pagará directamente a la administradora del Régimen de Prima Media 
con Prestación Definida, en el momento en que se haga exigible para el 
reconocimiento de la pensión, quedando identificado y sujeto a las mismas 
condiciones de que trata el artículo 29 de la Ley 100 de 1993. 
  
  
 
 
DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
Tipo y método de investigación 
 
La presente investigación es de tipo socio-jurídica teniendo en cuenta que remite al 
estudio de la normatividad jurídica vigente en relación con los aspectos salariales, 
contractuales y de seguridad social de las madres comunitarias del ICBF.  
 
El trabajo es descriptivo, toda vez que con él se busca analizar los problemas 
que enfrentan en materia salarial, contractual y de seguridad social de las madres de 
los Hogares Comunitarios del ICBF ubicados en la Comuna 7 del municipio de San 
José de Cúcuta, situación que será descrita en el desarrollo de la investigación. 
 
A través de este estudio, se va recopilar, analizar  y sistematizar  la 
información referente a la regulación de los aspectos salariales, contractuales y de 
seguridad social por parte del Gobierno Nacional a las madres comunitarias del 
ICBF. 
 
Al análisis de la normatividad que regula los aspectos salariales, contractuales 
y de seguridad social de las madres comunitarias, se realizará mediante el uso de la 
hermenéutica jurídica.  Así mismo, el método de razonamiento que se empleará en el 
presente trabajo es el lógico-inductivo, y para ello se llevarán a cabo las etapas de 
observación y registro de todos los factores que convergen en la problemática laboral 
de las madres comunitarias de ICBF. 
 
 
 
 
  
Población y muestra 
 
La población o universo de estudio lo constituyen las madres comunitarias de los 
Hogares del ICBF de la Zonal No. 2 – Comuna 7 del Municipio de San José de 
Cúcuta, la cual está constituida por 10 sectores, cada uno con 25 hogares, para un 
total de 250 madres comunitarias. Así como el director Regional del ICBF en Norte 
de Santander.  
 
Cuadro 1.  Población  
POBLACIÓN  
Madres Comunitarias Centro Zonal 2 – ICBF – Comuna 7 250 
Director Regional del ICBF N. de S. 1 
TOTAL  251 
Fuente.  Zonal 2 – ICBF.  Mayo 2014. 
 
En cuanto a la muestra seleccionada, está será determinada mediante una  
fórmula muy extendida que orienta sobre el cálculo del tamaño de la muestra para 
datos globales, como es la siguiente:  
 
 
 
FICHA TÉCNICA 
n: es el tamaño de la muestra  
N: 250  madres comunitarias 
Nível de confianza: 95% 
k: 1,96 
e: 6% 
p: 50% 
q: 50% 
  
 
 
 
  1.962  *  0.50  * 0.50  * 250   
n =    _______________________________ 
(0.062 * (250-1)) + 1.962  *0.50 * 0.50 
 
 
 
            240.1 
n =     _______________________________ 
               0.8964 + 0.9604  
                   
 
 
      240.1 
n = __________________  =  129.7  ≈  130  
                   1.85 
 
 
n: 130 madres comunitárias del Centro Zonal 2 del ICBF – Comuna 7. 
 
 
Cuadro  2.  Muestra  
MUESTRA  
Madres Comunitarias Centro Zonal 2 – ICBF – Comuna 7 130 
Director Regional del ICBF N. de S. 1 
TOTAL  131 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Mayo 2014. 
 
 
 
 
 
 
  
Análisis de información 
 
 
Análisis de la encuesta a madres comunitarias 
 
Cuadro 3. Edad de las encuestadas  
EDAD RESPUESTA % 
Entre 20 y 30 13 10 
Entre 31 y 40 48 38 
Entre 41 y 50 51 40 
Entre 51 y 60 15 12 
Más de 60 0 0 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
  
Figura 1. Edad de las encuestadas  
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Respecto a las edades de las madres de los hogares comunitarios del ICBF 
ubicados en la Comuna 7 del  municipio de San José de Cúcuta,  de las encuestadas 
10% tienen entre 20 y  30 años,  38% tienen entre 31 y 40 años, 40% tienen entre 41 
y 50 años, 12% tienen entre 51 y 60 años, no hay ninguna que tenga más de 60 
años (0%).   
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Cuadro 4. Nivel de estudio   
NIVEL DE ESTUDIOS % RESPUESTA 
Primaria 0 0 
Secundaria 16 20 
Técnica 69 87 
Tecnológica 4 5 
Universitaria 12 15 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014 
 
Gráfico 2. Nivel de estudio 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014 
 
Cuadro 5. Estado Civil 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
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ESTADO  CIVIL RESPUESTA % 
Soltera 29 23 
Casada 87 69 
Unión libre 11 9 
Viuda 0 0 
Separada -  divorciada 0 0 
  
En cuanto al  nivel de estudio, las encuestadas manifiestan en un 16% que 
hicieron la secundaria, un 69% realizaron alguna técnica,  un 4%  tecnológica, y  solo 
un 12%  tiene estudios universitarios. Ninguna se quedó en la primaria (0%). 
 
Gráfico 3.  Estado Civil 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Respecto al estado civil, las encuestadas en un 23% mencionan que son 
solteras, un 69% hace referencia que son casadas, un 9% viven en unión libre, un 
0% son viudas y por último un 0% son separadas o divorciadas. 
 
Cuadro 6.  Número de hijos 
HIJOS RESPUESTA % 
0 3 2 
1 2 2 
2 23 18 
3 88 69 
4 7 6 
5 3 2 
6 1 1 
MAS DE  6 0 0 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
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Gráfico 4.  Número de hijos 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
El número de hijos de acuerdo a las respuestas dadas por las encuestados es 
la siguiente un 2%  no tiene hijos, un 2% tienen un solo hijo,  el 18% tienen dos hijos, 
el 69% tienen tres hijos, el 6% tienen cuatro hijos, el 2% tienen cinco hijos, el 1% 
tienen seis hijos y ninguna (0%) tiene más de seis hijos. 
 
Cuadro 7.  La vivienda es  
VIVIENDA   RESPUESTA % 
Propia pagada 92 72 
Propia pagando 8 6 
Arrendada 17 13 
Otra condición 10 8 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 5.  La vivienda es 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
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Acorde a la respuesta de las encuestadas el 72% tienen casa propia pagada, 
el 6% posee  casa propia pero aún la están pagando, el 13% vive en casa arrendada 
y el 8% está en otra condición (casa de familiares).  
 
Cuadro 8. Años laborados como Madre Comunitaria 
AÑOS LABORADOS % RESPUESTA 
1 – 5 3 4  
6 -10  24  31 
11- 15 15  19 
16 -20 20 25 
MAS DE 20 38 48 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 6.  Años laborados como Madre Comunitaria 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
 En  relación con años laborados como madre comunitaria conforme a las 
encuestas y su respuestas el 3% ha laborado entre 1 y 5 años, un 24% han 
laborando entre 6 a 10 años, un 15% tiene entre 11 y 15 años laborando, un 20% 
entre 16 a 20 años y con un número significativo un 38% desde hace más de 20 
años laboran como madres comunitarias.  
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Cuadro 9. Tipo de hogar que atiende. 
TIPO DE HOGAR QUE ATIENDE RESPUESTA % 
HCBT 50 39 
HFMT 77 61 
HFEPD 0 0 
HM 0 0 
HGRC 0 0 
HGMT 0 0 
HE 0 0 
JS 0 0 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 7. Tipo de hogar que atiende 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Tomando como referencia el tipo de hogar que atiende en este ítem y según 
las respuestas se observa que el 39% de las encuestadas pertenecen al Hogar 
Comunitario de Bienestar Tradicional, mientras 61% pertenecen al Hogar Fami de 
Medio Tiempo.  
 
Cuadro 10.  Afiliado a salud   
AFILIADO A SALUD   RESPUESTA % 
SI 127 100% 
NO 0 0% 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
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Gráfico 8. Afiliado a salud   
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
De acuerdo a las respuestas dadas, el 100% están afiliadas a salud. 
 
Cuadro 11. EPS a la que está afiliada 
EPS AFILIADA RESPUESTA  % 
Coomeva 53 42 
Saludcoop 13 10 
Nueva EPS 61 48 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 9. EPS a la que está afiliada 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
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Frente a la EPS a la que están afiliadas, las encuestadas respondieron, un 
48% a la Nueva EPS,  un 42%  están vinculadas a Coomeva y por último un 10% a 
Saludcoop. 
 
Cuadro 12.  Afiliada a pensiones 
AFILIACIÓN A PENSIONES RESPUESTA % 
SI 127 100 
NO 0 0 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 10.  Afiliada a pensiones 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
En relación a si están afiliadas a pensiones, se encuentra que el 100% si 
están afiliadas. 
 
Cuadro 13. Fondo al que están afiliadas 
FONDO DE AFILIACIÓN RESPUESTA % 
Prosperar 17 13 
Colpensiones 79 62 
Porvenir 31 25 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
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Gráfico 11. Fondo al que están afiliadas 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Respecto al Fondo de Pensiones al que se encuentran afiliadas, las 
encuestadas manifestaron que el 62% están en Colpensiones, el 25% afiliadas a 
Provenir y el 13% afiliadas a Prosperar. 
 
Cuadro 14. Afiliadas a riesgos profesionales 
AFILIADOS A RIESGOS 
PROFESIONALES RESPUESTA % 
SI 127 100 
NO 0 0 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 12. Afiliadas a riesgos profesionales 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
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En relación a si se encuentran afiliadas a riesgos profesionales, las 
entrevistadas manifestaron que si en su totalidad (100%). 
 
Cuadro 15. Arl a la que están afiliadas  
ARL A LA QUE ESTAN 
AFILIADAS RESPUESTA 
PORCENTAJE 
Positiva 127 100 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 13.  Arl a la que están afiliadas 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Respecto a la ARL a la que están afiliadas, el 100% de las encuestadas 
manifiestan estar en Positiva.  
 
Cuadro 16.  Afiliado a subsidio familiar y a cual Caja de Compensación  
AFILIADO A SUBSIDIO FAMILIAR RESPUESTA % 
SI 127 100 
NO 0 0 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014 
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Gráfico 14. Afiliado a subsidio familiar 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
 En atención a si las encuestadas reciben subsidio familiar, el 100% manifiesta 
que sí. 
 
Cuadro 17.  Caja de Compensación a la que está afiliada 
CAJA DE COMPENSACIÓN A LA QUE ESTÁ 
AFILIADA RESPUESTAS 
% 
Comfaoriente  127 100 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 15.  Caja de Compensación a la que está afiliada 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014 
 
 En relación a cual Caja de Compensación están afiliadas las encuestadas, se 
encuentra que el 100% pertenecen a Comfaoriente. 
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Cuadro 18.  Tipo de la Beca que tiene  
TIPO DE LA BECA QUE TIENE RESPUESTA % 
Salario Madre Comunitaria Tradicional  
tiempo completo 
77 61 
Salario Madre Comunitaria Tradicional  
medio tiempo 
0 0 
Salario Madre Comunitaria Fami 50 39 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 16.  Tipo de la Beca que tiene 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Sobre el tipo de beca que tienen las encuestadas contestaron de la siguiente 
forma el 61%  salario Madre Comunitaria Tradicional  tiempo completo, con 12 
familias y el 39% posee salario Madre Comunitaria Fami, con 12 niños. 
 
Cuadro 19.  Salario y cuanto es el monto. 
SALARIO RESPUESTA % 
SI 127 100 
NO 0 0 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
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Gráfico 17.  Salario  
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
 Respecto a si las encuestadas reciben salario, el 100%  manifestó que sí. 
 
Cuadro 20. Salario ($) 
SALARIO ($) RESPUESTA % 
$308.000 77 
 
61 
$616.000 50 
 
39 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 18. Salario ($) 
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
100% 
0% 
0%
20%
40%
60%
80%
100%
120%
Salario 
SI
NO
61% 
39% 
¿Cuánto? 
308000
616000
  
Respecto al salario, un 61% recibe $308.000 mensual y un 39% recibe un 
$616.000 mensual. 
 
Cuadro 21.  Beneficios recibidos por ser madre comunitaria 
BENEFICIOS RECIBIDOS POR SER MADRE 
COMUNITARIA RESPUESTA % 
Formación y profesionalización en primera infancia 87 69 
Subsidio de vivienda 0 0 
Subsidios servicios públicos 0 0 
Mejoramiento de la beca 127 100 
Subsidio solidaridad pensional 39 31 
Subsidio riesgos profesionales 17 13 
Reconocimiento a 5 años pensión por el tiempo dejado 
de cotizar 
0 
0 
Otro: 0 0 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014 
   
Gráfico 19. Beneficios recibidos por ser madre comunitaria  
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
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En cuanto a los beneficios recibidos por ser madre comunitaria, las 
encuestadas respondieron que el 69% ha recibido formación y profesionalización en 
primera infancia, el 100% asegura que le han mejorado la beca, el 31% se ha 
beneficiado del subsidio de solidaridad pensional, y el 13%  recibe subsidio de 
riesgos profesionales. 
 
Cuadro 22.  Tipo de contrato    
ASPECTOS  A  MEJORAR RESPUESTA % 
Contrato laboral a término indefinido  0 0 
Contrato  de prestación de servicios  0 0 
Contrato laboral a término fijo  127 100 
Otro  0 0 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014. 
 
Gráfico 20.  Tipo de contrato  
 
Fuente: Víctor Alfonso Cardozo Pérez y Karina Lucía Ortiz Arroyo.  Noviembre  2014 
 
Según las encuestadas el tipo de contrato que tiene el  100% de ellas es 
contrato laboral a término fijo. 
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Análisis de la Entrevista aplicada al Director Regional del ICBF en Norte de 
Santander 
 
 
1. ¿Cómo se ha adelantado en la Regional del ICBF que Usted dirige el 
proceso de formalización laboral de las Madres Comunitarias? 
 
Eustacio Cuervo P.  A partir del 1 de febrero de 2014 todas las Madres 
Comunitarias de la Regional Norte de Santander que a 31 de diciembre de 2013 
venían ejerciendo éste rol fueron formalizadas laboralmente, bajo la modalidad de 
Contratos de Trabajo. 
 
 
2. ¿Considera usted que el ICBF Regional Norte de Santander, ha dado 
cumplimiento a los diferentes aspectos tratados con las Madres Comunitarias 
durante los diálogos para su formalización laboral? 
 
E.C.P.  La Regional del ICBF Norte de Santander ha dado cumplimiento a las 
disposiciones emanadas a través del Gobierno Nacional, según lo establecido en el 
artículo 36 de la Ley 1602 de 2012 y a partir del 1 de febrero de 2014, se logró la 
formalización de (2.139) Madres Comunitarias. 
 
 
3. ¿Los contratos firmados con las Madres Comunitarias durante su proceso 
de formalización laboral, incluyen todos los componentes de seguridad social de un 
contrato laboral? 
 
E.C.P.  Las Madres Comunitarias fueron vinculadas laboralmente a través de 
las Entidades Administradoras de Servicios bajo la modalidad de contratos de trabajo 
con todas las prestaciones de ley, amparo de seguridad social y beneficio de aportes 
parafiscales 
  
4. ¿Considera usted que la Regional del ICBF brinda garantías de estabilidad 
laboral a las Madres Comunitarias? 
 
E.C.P.  Todas las madres comunitarias cuentan con un contrato laboral que 
garantiza la prestación del servicio de los HCB, de acuerdo con los lineamientos del 
ICBF, para la vigencia 2014.  Por otro lado, para la vigencia 2015, actualmente se 
realiza el proceso de contratación con los operadores de los servicios de Primera 
Infancia, con el fin de garantizar la contratación de las madres para esta vigencia. 
 
En los contratos de aporte suscritos con las EAS se ha incluido en la minuta 
contractual un artículo que precisamente está dirigido a la contratación del personal 
agente educativo o madre comunitaria, dadas las capacidades y competencias del 
personal que siempre ha estado formando parte de la atención a los niños y niñas 
del país. 
 
 
5. ¿Qué garantías laborales a las Madres Comunitarias genera el proceso de 
formalización laboral? 
 
E.C.P.  Al tener un contrato laboral suscrito con las EAS, las madres 
comunitarias cuentan con todas las garantías consignadas en el Código Sustantivo 
del Trabajo, en relación con afiliación al Sistema Integral de Seguridad Social, Caja 
de Compensación, ARL, prestaciones y demás beneficios. 
 
 
6. ¿Qué considera usted  le hace falta al proceso de formalización laboral de 
las Madres Comunitarias que adelanta el ICBF? 
 
E.C.P.  El proceso de formalización de las madres comunitarias implica 
diferentes actividades, además del proceso de vinculación mediante contrato laboral 
  
con las EAS, en temas de fortalecimiento de los HCB y de la prestación del servicio.  
En este sentido, es un proceso que todavía se encuentra activo. 
 
 
Análisis inferencial 
 
Las edades de las madres de los hogares comunitarios del ICBF ubicados en la 
Comuna 7 del  municipio de San José de Cúcuta,  oscilan en su mayoría (40%) entre 
41 y 50 años; y su nivel de estudio es principalmente (69%) técnica. 
 
El estado civil, de la mayoría (69%) es casadas; y un alto porcentaje (69%) 
tiene tres hijos; además un 72% tienen casa propia pagada. 
 
Un número significativo (38%), tiene más de 20 años de estar trabajando 
como madre comunitaria; y un 61% laboran en los Hogares Fami de Medio Tiempo. 
 
En relación con la seguridad social, se encuentra el 100% están afiliadas a 
salud, pensiones, riesgos laborales, y, Caja de Compensación. 
 
Sobre el tipo de beca que tienen las encuestadas contestaron de la siguiente 
forma el 61%  salario Madre Comunitaria Tradicional  tiempo completo, con 12 
familias y el 39% posee salario Madre Comunitaria Fami, con 12 niños. Respecto al 
salario, un 61% recibe $308.000 mensual y un 39% recibe un $616.000 mensual. 
Según las encuestadas el tipo de contrato que tiene el  100% de ellas es contrato 
laboral a término fijo. 
 
En cuanto a los beneficios recibidos por ser madre comunitaria, las 
encuestadas respondieron que el 69% ha recibido formación y profesionalización en 
primera infancia, el 100% asegura que le han mejorado la beca, el 31% se ha 
beneficiado del subsidio de solidaridad pensional, y el 13%  recibe subsidio de 
riesgos profesionales. 
  
De acuerdo al ICBF, a partir del 1 de febrero de 2014 todas las Madres 
Comunitarias de la Regional Norte de Santander que a 31 de diciembre de 2013 
venían ejerciendo éste rol fueron formalizadas laboralmente, bajo la modalidad de 
Contratos de Trabajo, dando así cumplimiento a las disposiciones emanadas a 
través del Gobierno Nacional, según lo establecido en el artículo 36 de la Ley 1602 
de 2012. 
 
Las Madres Comunitarias fueron vinculadas laboralmente a través de las 
Entidades Administradoras de Servicios bajo la modalidad de contratos de trabajo 
con todas las prestaciones de ley, amparo de seguridad social y beneficio de aportes 
parafiscales; y todas las madres comunitarias cuentan con un contrato laboral que 
garantiza la prestación del servicio de los HCB, de acuerdo con los lineamientos del 
ICBF, para la vigencia 2014.  Por otro lado, para la vigencia 2015, actualmente se 
realiza el proceso de contratación con los operadores de los servicios de Primera 
Infancia, con el fin de garantizar la contratación de las madres para esta vigencia. 
 
En los contratos de aporte suscritos con las EAS se ha incluido en la minuta 
contractual un artículo que precisamente está dirigido a la contratación del personal 
agente educativo o madre comunitaria, dadas las capacidades y competencias del 
personal que siempre ha estado formando parte de la atención a los niños y niñas 
del país.  Al tener un contrato laboral suscrito con las EAS, las madres comunitarias 
cuentan con todas las garantías consignadas en el Código Sustantivo del Trabajo, en 
relación con afiliación al Sistema Integral de Seguridad Social, Caja de 
Compensación, ARL, prestaciones y demás beneficios. 
 
  
  
 
 
ASPECTO SALARIAL, CONTRACTUAL Y DE SEGURIDAD SOCIAL DE LAS 
MADRES DE LOS HOGARES COMUNITARIOS DEL ICBF UBICADOS EN LA 
COMUNA 7 DEL MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA. 
 
 
Situación laboral que han tenido que enfrentar las madres de los Hogares  
Comunitarios del ICBF en la Comuna 7 del Municipio de San José de Cúcuta. 
 
En el año 1986, en Colombia se crean los hogares Comunitarios para la protección, 
atención y cuidado de la primera Infancia donde asisten niñas y niños menores de 
cinco (5) años, que pertenezcan al Sisben (Sistema de información diseñado por el 
Gobierno Nacional para identificar a las familias potenciales beneficiarias de 
programas Sociales) nivel uno y dos para su cuidado mientras sus Padres Laboran 
quien son los mayores beneficiados por estos servicios.  
 
Los hogares comunitarios nacen como un programa para brindar cuidado 
diurno, alimentación, atención básica en salud y educación preescolar a mediados 
del año 1986.  Estos hogares funcionan en los barrios y son administrados por el 
Instituto Colombiana de Bienestar Familiar donde las Madres comunitarias están bajo 
su coordinación y vigilancia en sus propio hogares.  
 
El trabajo de las Madres Comunitarias es formar, cuidar y dar un trato digno a 
estos menores en formación, a pesar de su bajo salario, pues el Estado Colombiano 
sostiene que ellas realizan una labor voluntaria para su comunidad (Decreto 289 de 
2014), sin tener en cuenta, que es de tiempo completo, ya que muchas de ellas 
empiezan a prestar sus servicios desde la seis (6) de la mañana aproximadamente 
hasta diez (10) de la noche, cinco (5) días a la semana. 
 
  
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, como ente de vigilancia, y 
control exige a las personas que quieren vincularse como madres comunitarias, unos 
requisitos para su vinculación laboral, así mismo, ellas deben realizar un proceso 
para la inscripción de cada niño que pertenece al programa para recibir el pago 
mensual por su servicio.  
 
Para garantizar el financiamiento de los hogares comunitarios, se expidió la 
Ley 89 de 1988, en el cual el gobierno nacional aumenta al tres por ciento el valor de 
la nómina mensual de los salarios, argumentando que el incremento de los  recursos 
se dedicará de manera exclusiva a la continuidad, desarrollo y cobertura a los 
hogares comunitarios. 
 
Por otro lado con la implementación de la ley 89 de 1988, se incrementó el 
uno por ciento del presupuesto de ingreso del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar para la destinación exclusiva de los Hogares Comunitarios de Bienestar 
Familiar, así: “El incremento de los recursos que establece esta Ley se dedicará 
exclusivamente a dar continuidad, desarrollo y cobertura a los Hogares Comunitarios 
de Bienestar de las poblaciones infantiles más vulnerables del país. Se entiende por 
Hogares Comunitarios de Bienestar, aquellos que se constituyen a través de becas 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF- a las familias con miras a que 
en acción mancomunada con sus vecinos y utilizando un alto contenido de recursos 
locales, atiendan las necesidades básicas de nutrición, salud, protección y desarrollo 
individual y social de los niños de los estratos sociales pobres del país”. 
 
Expedido el decreto 2019 de 1989 el seis (6) de septiembre, para reglamentar 
el parágrafo 2° del artículo primero de la ley 89 de 1988, reglamentando los aportes 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF una remuneración próxima a 
medio salario mínimo y de la afiliación a la seguridad social, igualmente becas para 
que atiendan las necesidades básicas de los niños que pertenecen a estos Hogares, 
también se establece que serán ejecutados por la comunidad, a través de 
asociaciones de padres de familia. 
  
El artículo cuarto del decreto 2019 de 1989 expresa lo siguiente: 
 
ARTÍCULO 4o. La vinculación de las madres comunitarias así como la de las 
demás personas y organismos de la comunidad, que participen en el programa 
de “Hogares de Bienestar”, mediante su trabajo solidario, constituye la 
contribución voluntaria de los miembros de la comunidad al desarrollo de este 
programa y por consiguiente, dicha vinculación no implica relación laboral con 
las asociaciones, que para el efecto se organicen, ni con las entidades públicas 
que participen en el mismo. 
 
Desde su concepción se estableció que las madres comunitarias realizan un 
trabajo solidario y recibirán una contribución de la mitad del salario mínimo legal 
mensual vigente de cada anualidad. 
 
El 29 de septiembre de 1990, en la cumbre de Naciones Unidas Colombia 
asume el compromiso de mejorar los servicios de atención pre y postnatal, motivo 
por el cual se expide el Acuerdo 0005 y la Resolución 0680 creando Hogares 
Comunitarios modalidad “Familia, Mujer e Infancia”, asumiendo compromiso de la 
atención al cien por ciento de los niños y niñas menores de cinco años. 
 
La Constitución Política Colombiana de 1991, en su artículo 48, incorporó 
normas de estricto cumplimiento como es la afiliación a la Seguridad Social por ser 
un servicio público de carácter obligatorio y bajo los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad. 
 
El Estado establece la universalidad de la seguridad social para todos los 
Colombianos, pero es el mismo estado social de derecho quien deja por fuera a las 
madres comunitarias del ICBF, calificándolas como trabajadoras voluntarias, 
vulnerándole sus derechos al mínimo vital y móvil, a una pensión digna, a la 
seguridad social, y a una vida digna en condiciones de igualdad. 
 
  
Con el Acuerdo 19 de 1993, el Estado colombiano a través del ICBF brinda 
atención a los niños que pertenecen a los hogares comunitarios en preescolar. 
 
La ley 115 de 1994, crea el programa grado cero para ampliar la cobertura, 
elevar la calidad y contribuir con el desarrollo integral de todos los niños de seis años 
en coordinación con el Ministerio de Educación Nacional. 
 
El documento CONPES 2787 de 1995, se crean las políticas sociales dirigidas 
a la niñez para constituir metas fundamentales y reconocer los derechos de las niñas 
y niños sobre los derechos de los demás; con el decreto 2247 de 1997, el gobierno 
nacional establece normas relativas a la prestación del servicio educativo del nivel 
preescolar dirigido a niños y niñas hasta los cinco años. 
 
El Decreto 1340 de 1995, reitera la vinculación de las madres comunitarias del 
ICBF como trabajadoras solidarias, y el Decreto 1137 de 1999 reestructura el 
sistema administrativo de bienestar Familiar y deroga el artículo 3° del decreto 
número 2388 de 1979, los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 5, 7, 8 y 9 del decreto 1137 de 1999 
y las demás disposiciones que le sean contrarias. 
 
La ley 509 de 1999, dispone beneficios en seguridad social, a favor de las 
madres comunitarias, les otorga un subsidio pensional, teniendo en cuanta que la 
pensión no es una dadiva y se encuentra definida por diferentes sentencias en 
Colombia de la siguiente manera: 
 
La pensión de vejez se define como un salario diferido del trabajador, fruto de 
su ahorro forzoso durante toda una vida de trabajo, es decir, el pago de una 
pensión no es una dadiva súbita de la Nación, sino el reintegro que del ahorro 
constante durante largos años, es debido al trabajador. (Sentencia C- 546 de 
1992). 
 
  
La ley 1023 de 2006 modifico el artículo 1° de la ley 509 de 1999, señalando 
que las madres comunitarias del ICBF se afiliarán al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud y tendrán derecho a todas las prestaciones económicas y 
asistenciales. 
 
El decreto 4079 de 2011, reglamentó la afiliación voluntaria de las madres 
comunitarias al Sistema General de Riesgos Profesionales hoy Riesgos Laborales, 
establece que la madre comunitaria debe estar afiliada al Sistema General de 
Seguridad Social y Pensión, que esta afiliación debe hacerse como trabajadoras 
independientes. 
 
Por su parte, el concepto 149-1 de 2012, de la Corte Constitucional determinó 
que la violación al derecho de la igualdad de las madres comunitarias, al no obtener 
al menos un salario mínimo legal mensual vigente, constituye una discriminación a 
las mujeres que desempeñan esta labor. (Corte Constitucional,  Sentencia de Tutela 
T-628 de 2012, M.P Humberto Antonio Sierra Porto).  Por esta razón, la corte 
Constitucional está tomando acciones a fin de mejorar las condiciones salariales de 
las madres comunitarias en igualdad de condiciones laborales a las de cualquier 
empleado dependiente.  
 
De este modo, el Decreto 0126 de enero 31 de 2013, reglamenta el tratamiento 
preferente a las madres comunitarias vinculadas a los programas de hogares 
comunitarios, en el acceso al subsidio familiar de vivienda de interés social urbano. 
Por su parte el artículo 51 de la constitución política que establece que “todo los 
Colombianos tienen derecho a vivienda digan”. A pesar de que las madres 
comunitarias han prestado una labor al servicio del Estado, este mismo las coloca el 
mismo nivel de los adultos en situación de indigencia. 
 
 
 
 
  
Situación laboral de las madres comunitarias 
 
Las madres comunitarias del ICBF han tenido una lucha para obtener primero una 
remuneración justa, ya que antes del año 2014, no devengan el salario mínimo legal 
mensual vigente (para el año 2012, la bonificación de una madre comunitaria de 
tiempo completo, fijada por el ICBF, se encuentra entre $349.200 y $407.400, según 
el número de niños y niñas que atienda, mientras el salario mínimo está entre 
$566.700 y $634.500, según se tenga derecho a subsidio de transporte o no, decreto 
4919 de 2011) que es la retribución a que tiene derecho los trabajadores en 
Colombia, para sus necesidades básicas y segundo la no afiliación al Sistema de 
Seguridad Social. 
 
El Estado representado por el ICBF excluyen su responsabilidad 
argumentando que el acuerdo 21 de 1996 estableció: 
 
Las madres Comunitarias como titulares del derecho a la Seguridad Social, 
serán responsables de su vinculación y permanencia en el Sistema de 
Seguridad Social Integral, de conformidad con lo normado por la Ley 100 de 
1993 sus Decretos Reglamentarios y demás disposiciones que se expidan 
sobre la materia. La junta Directiva de las Asociaciones de Padres de Familia 
velarán porque las Madres Comunitarias se vinculen al Régimen de Seguridad 
Social en Salud y pensiones. 
 
Siendo esta disposición contraria a la Constitución y a las normas, 
desconociendo la primacía de la realidad sobre la forma, es claro que la Constitución 
es soberana, la ley se encuentra sujeta a la Constitución y los acuerdos están 
sometidos a la ley y a la Constitución violando de manera flagrante su artículo cuarto 
que reza así: 
 
  
Artículo 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán 
las disposiciones constitucionales. 
 
La seguridad social es fuente de derecho y forma parte del bloque de 
constitucionalidad se encuentra establecido en el Artículo 93 de la Constitución 
Política, así mismo, la Declaración Universal de los Derechos humano suscrita por 
Colombia considero: 
 
Toda persona como miembro de la sociedad tiene derecho a la seguridad 
social y a obtener mediante el esfuerzo nacional, y la cooperación 
internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, 
la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 
(Declaración Universal de Derechos Humanos). 
 
Finalmente, consideramos, que el Estado Colombiano es responsable por no 
haber respetado garantías, derechos adquiridos y beneficios de las madres 
comunitarias del ICBF, al no garantizarle a aquellas madres comunitarias, 
desprotegidas legalmente, el derecho a la seguridad social y el acceso al pago de 
todas y cada una de las prestaciones económicas correspondientes, contribuyendo 
con sus aportes al sistema de seguridad social integral, no de manera independiente 
sino por cuenta de su empleador, a fin de que una vez reunidos los requisito exigidos 
por la ley, logren acceder al pago de las prestaciones sociales a que haya lugar, y 
con ello puedan tener una vida digna, habiendo simulado su contrato con esta 
comunidad, contratando a través de terceros (Juntas Directivas), pero finalmente la 
remuneración pagadas a las madres comunitarias proviene de recursos del ICBF, 
que es una entidad del Estado Colombiano. 
 
 
 
  
El financiamiento del Programa de Hogares Comunitarios y la vinculación laboral de 
las Madres Comunitarias  
 
En el acuerdo 21 de 1996, proferido por el ICBF, se trazan los criterios generales de 
funcionamiento de los HCB. Dentro de estos criterios, entre otras cosas, el ICBF 
establece que los hogares comunitarios funcionarán bajo el cuidado de una madre 
comunitaria, escogida por la asociación de padres de familia, o la organización 
comunitaria. También establece el perfil de las madres comunitarias: 
 
Hombre o mujer con actitud y aptitud para el trabajo con los niños; mayor de 
edad y menor de 55 años, de reconocido comportamiento social y moral, con 
mínimo cuatro años de educación básica primaria, posea vivienda adecuada o 
tenga disposición para atender a los niños en espacio comunitario, acepte su 
vinculación al programa como un trabajo solidario y voluntario, esté dispuesto a 
capacitarse para dar una mejor atención a los beneficiarios, tenga buena salud 
y cuente con el tiempo necesario para dedicarse a la atención de los niños 
(ICBF, Acuerdo 21 1996, Artículo 5). 
 
El artículo 4 del acuerdo mencionado dispone sobre los recursos que financian 
el programa: el gobierno nacional asigna recursos a través del ICBF, los cuales se 
destinan para financiar la dotación inicial, la capacitación, la beca, la supervisión y la 
evaluación del hogar. La beca está formada por ''los recursos, que se asignen a las 
familias para atender a los niños y por lo tanto se destinarán a: madre comunitaria, 
reposición de dotación, aseo y combustible, raciones, material didáctico duradero y 
de consumo para hacer actividades con los niños y apoyo para servicios públicos''. El 
pago de la beca, en lo que respecta a las madres comunitarias, está determinada por 
el número de niños que atiende. Para 2012 esta cifra oscilaba entre $349.000 y $ 
407.000. 
 
Adicionalmente establece que el resto de recursos del programa provendrán de 
los siguientes entes: 1) los que asignen las entidades territoriales; 2) las cuotas de 
  
participación de los padres de familia y el trabajo solidario de la comunidad; 3) los 
aportes de las personas naturales, jurídicas, públicas, privadas y organismos 
internacionales; y 4) los demás que la comunidad decida destinar (ICBF, Acuerdo 21 
1996. Artículo 4). 
 
Es de destacar que este acuerdo también reglamenta el lugar de 
funcionamiento de los hogares comunitarios: estos podrán funcionar en la casa de la 
madre comunitaria, en espacio comunitario, o en espacio cedido por persona pública 
o privada; el lugar donde funcione el hogar deberá contar con las adecuaciones 
necesarias, de manera que se garanticen condiciones físicas, ambientales y de 
seguridad para los niños. 
 
El Decreto 1340 de 1995 establece que el ICBF, a través de su junta directiva, 
será el encargado de establecer los criterios y procedimientos que organicen el 
funcionamiento del programa de hogares comunitarios. 
 
En cuanto al vínculo existente entre madres comunitarias y el ICBF, no se 
encuentra ninguna remisión legal. Para regular este punto, hasta antes del 2014 solo 
había una disposición reglamentaria. El decreto 1340 de 1995, en su artículo 4, 
dispone que la vinculación de las madres ''constituye contribución voluntaria, por 
cuanto la obligación de asistir y proteger a los niños, corresponde a los miembros de 
la sociedad y la familia; por consiguiente, dicha vinculación no implica relación 
laboral con las asociaciones y organizaciones comunitarias administradoras del 
mismo, ni con las entidades públicas que en él participen'' (Decreto 1340 de 1995). 
 
Sin embargo, en el año 2014, por medio del decreto 289 de 2014, se reconoce 
la vinculación laboral de las madres comunitarias del programa HCB. De acuerdo a 
este decreto la vinculación se dará mediante un contrato laboral entre la madre 
comunitaria y las entidades administradoras del programa HCB. En este mismo 
decreto se establece que el único patrón de las madres comunitarias será la entidad 
  
administradora, y que por tanto el ICBF no es solidariamente responsable por las 
prestaciones que se les adeuden (Decreto 289 de 2014). 
 
Inicialmente las madres comunitarias, por mandato de la Ley 100 de1993, 
entrarían al sistema por medio del régimen subsidiado de salud, el cual brinda 
atención a las personas que no cuentan con capacidad de pago. Sin embargo, con la 
promulgación de la ley 509 de 1999, se les trasladó a ellas y a todo su grupo familiar 
al régimen contributivo. La base para cotizar no sería el salario mínimo, sino el monto 
correspondiente al valor que cada madre recibiera como bonificación; y el porcentaje 
sería el 4% sobre este monto. 
 
En el tema de pensiones, la ley 1187 de 2008 dispuso que los aportes de las 
madres comunitarias al régimen general de pensiones sería subsidiado por el fondo 
de solidaridad pensional. Además prioriza el acceso de las madres comunitarias al 
subsidio de la subcuenta de subsistencia, cuando no puedan cumplir con los 
requisitos para acceder al fondo de solidaridad pensional. Para acceder a esta 
subcuenta se requiere acreditar, por medio del ICBF, ser efectivamente una madre 
comunitaria. El régimen de riesgos laborales también quedó cubierto cuando en 
noviembre de 2011 se autorizó en el Plan Nacional de Desarrollo la afiliación gratuita 
a este sistema para todas las madres comunitarias. 
 
En el tema de la bonificación como contraprestación a la labor de las madres 
también ha habido modificaciones notables. Desde la creación del programa de HCB 
hasta el 2002, la bonificación no alcanzaba a representar un 50% del salario mínimo 
legal vigente. Luego, en 2008, con la ley 1187, se ordenó que el pago a las madres 
comunitarias ascendiera al 70% de un Salario Mínimo Legal Vigente (SMLV). Luego 
de proferida la Sentencia T–628 de 2012, la Corte Constitucional, en aras de hacer 
más igualitario el trabajo de estas mujeres, decidió que la bonificación debía ser por 
lo menos equivalente al salario mínimo.  
 
  
Por su parte, el artículo 36 de la Ley 1602 de 2012 establece que a partir del 
2014, todas las madres comunitarias deberán estar contratadas laboralmente por las 
entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y 
devengarán un salario mínimo o el equivalente al número de días trabajados durante 
el mes.  
 
La vinculación por contrato de trabajo es una herramienta que permite 
acceder a las prestaciones y coberturas del régimen laboral, por ende a:  
 
 La garantía del salario mínimo. 
 
 El pago del auxilio de transporte, únicamente para subsidiar el costo de 
movilización de las madres comunitarias que deben desplazarse desde su 
casa al lugar de trabajo.  
 
 El establecimiento de jornadas laborales no superiores al máximo establecido 
por la Ley.  
 
 El pago de las prestaciones sociales como son las cesantías, intereses a las 
cesantías, primas de servicios, dotación de vestido y calzado de labor.   
 
 El reconocimiento de los descansos remunerados (vacaciones y dominicales)  
 
 Afiliación al Sistema Integral de Seguridad Social  
 
El Sistema de Seguridad Social está compuesto por: la salud, las pensiones, 
los riesgos laborales, los servicios sociales complementarios, el sistema de subsidio 
familiar y el mecanismo de protección al cesante. Los principales beneficios de cada 
uno de ellos son:  
 
  
 Todos los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud reciben 
un Plan Integral de protección de la salud, con atención preventiva, médico-
quirúrgica y medicamentos esenciales, denominado Plan Obligatorio de Salud 
(POS).  
 
 El Sistema General de Pensiones garantiza a la población el amparo en la 
vejez, la invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento de pensiones 
(vejez, invalidez y sobrevivientes) y el auxilio funerario.  
 
 El trabajador que sufra un accidente o se le diagnostique una enfermedad 
derivada de su trabajo, tiene entre otros, el derecho a: atención plena en la 
recuperación de la salud y al pago del subsidio por incapacidad temporal, 
indemnización por incapacidad permanente o parcial, pensión de invalidez y 
de sobreviviente por la muerte del afiliado o pensionado y auxilio funerario, 
entre otros.  
 
 A través de las Cajas de Compensación Familiar se puede acceder a la cuota 
monetaria de subsidio familiar, créditos, se puede disfrutar de centros 
deportivos, recreativos y vacacionales, capacitación, educación, vivienda y 
prestaciones, para que los trabajadores que queden sin empleo puedan estar 
cubiertos por seis meses a salud y a pensiones y, si es el caso, beneficiarse 
de un subsidio monetario. 
 
Finalmente, a principios de 2014, con la llegada del decreto 289, empieza la 
formalización de los contratos de las madres comunitarias. Sin embargo, en febrero, 
las quejas nuevamente empiezan a llegar, pues se brinda un contrato a término 
definido de solo ocho meses. Esto resulta problemático, primero, porque no aparece 
reglamentado en el nuevo decreto, y segundo, porque desestima el vínculo a término 
indefinido al que estaban acostumbradas las madres. La estabilidad económica y 
laboral de estas mujeres continuaría en la misma situación precaria, toda vez que 
pasan de estar un régimen en el que podían ser sacadas en cualquier momento, a 
  
través de decisiones arbitrarias del ICBF, a ser regidas por un contrato que no les da 
certeza de seguir ejerciendo el trabajo que les da el sustento mínimo. 
 
 
Las altas Cortes, frente a la supuesta vinculación laboral de las madres comunitarias 
con el ICBF 
 
Tres tutelas han llegado a la Corte Constitucional sobre el vínculo entre madres 
comunitarias y el ICBF. Por esto, para hacer un análisis completo de las decisiones 
de la Corte, se procedió a estudiar cada una de las tres sentencias, buscando 
posicionar la decisión de la Corte dentro de un espectro que permita entender, desde 
la perspectiva constitucional, cómo ha sido concebida la labor de las madres 
comunitarias. En esta sección se presentan resumidamente los hechos de cada 
caso, la decisión de la Corte con su respectiva argumentación y un análisis propio de 
cada una de las sentencias. 
 
 
Corte Constitucional 
 
Sentencia T–269 de 1995.  Esta sentencia resuelve una demanda instaurada por 
una madre comunitaria a quien el ICBF decidió cerrarle el hogar comunitario a su 
cargo. Los derechos que la demandante considera vulnerados son los de la libre 
expresión, trabajo, debido proceso e igualdad. Según ella, el ICBF inició una 
persecución en su contra, que terminó con el cierre del hogar, del cual ella recibía su 
sustento vital, luego de que ella exigiera alimentos y otros servicios, que al ICBF le 
es obligatorio dar para la manutención del hogar. 
 
La tutela fue negada a la madre comunitaria. La Corte adujo los siguientes 
argumentos: primero, que el cierre del hogar comunitario no implicaba que la 
demandante no pudiera seguir desarrollando otras actividades para su sustento. Y 
segundo, que la relación surgida entre ICBF y la madre comunitaria, en la medida 
  
que esta nunca ostentó la calidad de empleada, es de carácter civil y bilateral; por 
ende no puede haber vulneración del derecho al trabajo. El resto de cargos fueron 
desestimados sin pronunciamiento alguno (Corte Constitucional, T 269 de 1995, M.P. 
Jorge Arango Mejía). 
 
Con respecto a esta sentencia hay varios puntos importantes en los que hay 
que detenerse. Hay que hacer énfasis en que la madre comunitaria, en los hechos 
que relata, afirma que su sustento de vida se deriva de su labor como madre 
comunitaria. Esto implica que el trabajo de cuidado que desarrolla deja de ser 
voluntario, puesto que la madre comunitaria no lo hace en su tiempo libre, ni como 
un hobby, ni por caridad: lo hace porque lo necesita. Como se verá en las demás 
sentencias, este es un común denominador entre las madres comunitarias: ninguna 
se hace cargo de los hijos de otra porque se le facilite el cuidado, porque sea 
caritativa o porque le divierta; lo hace porque necesita los ingresos que esta actividad 
le provee para mantenerse. 
 
Hay que tener en cuenta que para ese entonces no existía el decreto que 
determina la calidad de la vinculación de la madre comunitaria. No existían entonces 
fundamentos normativos que le permitieran a la Corte esclarecer el vínculo contraído 
entre demandante y demandado. Pese a esto, se considera que la Corte fue 
displicente en su argumentación al no recurrir a principios y normativa vigente del 
derecho laboral, como el principio del contrato realidad. Se decide más bien 
considerar el vínculo de carácter civil. De haberse tomado un camino distinto, se 
hubiera llegado a la conclusión, dadas las condiciones de desempeño de la labor de 
la madre comunitaria, dentro de las cuales está el hecho de que en la práctica no es 
una labor voluntaria, de que existen elementos necesarios para decir que existe un 
contrato laboral. Y que de este contrato se debió entonces desprender la existencia 
de un despido sin justa causa. 
 
 
 
  
Sentencia SU–224 de 1998.  Una madre comunitaria interpone demanda contra el 
ICBF, por sentir violados sus derechos al trabajo y a la igualdad. Fundamenta estas 
vulneraciones con base en el cierre del hogar comunitario que había tenido bajo su 
cargo durante siete años, y del cual recibía el sustento para cubrir sus necesidades 
básicas. El cierre se da luego de que la mujer sobrepasara la edad límite, 55 años, 
para poder ejercer como madre comunitaria. 
 
La Corte decidió en contra de las pretensiones de la madre comunitaria, pero 
esta vez con un salvamento de voto. La decisión se fundamentó en que por expresa 
disposición reglamentaria la labor que desempeñan las madres comunitarias debe 
ser entendida como voluntaria, y no como producto de una vinculación laboral. 
 
Aunque en este caso ya es posible remitirse al decreto 1340 de 1995, en 
donde se regula la relación existente entre la madre comunitaria y el ICBF, el análisis 
hecho por la Corte continúa siendo muy pobre. Es claro, y en esto coincido con el 
magistrado que salvó su voto, que una argumentación adecuada con respecto al 
cargo por la vulneración al derecho al trabajo debió traer consigo una discusión 
doctrinal, que confrontara la realidad fáctica de la labor de la madre comunitaria con 
la idoneidad de la norma que regula la relación, y con la aplicabilidad del principio de 
contrato realidad en derecho laboral (Corte Constitucional, SU 224 de 1998, M.P 
Hernando Herrera Vergara). 
 
Con respecto a la violación del derecho a la igualdad, la argumentación de la 
Corte es limitada; no se extiende más allá del criterio usado –el de la edad– para el 
cierre del hogar comunitario y la desvinculación de la madre. Se llega a la conclusión 
de que no existe discriminación, pues el criterio, establecido en un acuerdo, es 
aplicable a todas las demás madres comunitarias. 
 
 
 
 
  
Sentencia T–628 de 2012.  Una madre comunitaria que padece VIH demanda al 
ICBF por considerar que le han sido violados sus derechos a la igualdad, a la 
dignidad humana, a la salud, a la seguridad social, a la intimidad y al debido proceso. 
Según ella, el hogar comunitario que estaba a su cargo, y en el cual trabajaba para 
obtener su sustento, fue cerrado después de una persecución iniciada en su contra, 
luego de que los funcionarios del ICBF se enteraran de su enfermedad. 
 
La Corte Constitucional resuelve a favor de la demandante. En esta sentencia, 
finalmente, la Corte decide darle importancia a la situación irregular de vulneración 
de derechos a la que estaban siendo sometidas las madres comunitarias del 
programa de hogares comunitarios del ICBF. La Corte se aleja de la tesis primitiva, 
sostenida anteriormente, en la cual se toma la relación entre el ICBF y la madre 
comunitaria como de carácter civil. La Corte entiende, y así lo expone, que aunque 
haya normativa que regule el tema, también existen preceptos constitucionales que 
abren puertas para que la regulación de la relación ICBF–madres comunitarias, tome 
otro rumbo. 
 
Sin embargo, en materia laboral no se llega a un punto fijo. Si bien la Corte 
abre la posibilidad de que un juez competente pueda llegar a declarar la existencia 
de un contrato de trabajo, dadas las condiciones fácticas de ejecución del contrato 
por parte de la madre comunitaria, esto se daría para cada caso en concreto, y la 
Corte no estaría facultada para hacerlo toda vez que se estaría excediendo en sus 
facultades como juez de tutela. Llegando de esta manera a decirse simplemente que 
la relación existente con la madre comunitaria, es un régimen especial situado entre 
el derecho laboral y el derecho civil. 
 
La Corte es consciente además de los límites que deben tener las palabras 
''contribución voluntaria'', usadas en el artículo 4 del decreto 1340 de 1995. Al 
respecto dice que: 
 
  
No puede ser interpretado en el sentido de que las madres comunitarias hacen 
una especie de ''voluntariado''. Las características dadas a esta actividad por 
las normas legales y reglamentarias vigentes denotan que es una forma de 
trabajo que, aunque en principio no es subordinado y no genera relación 
laboral, sí permite a las personas que la ejercen dignificarse a través del 
desarrollo de un oficio y darse a sí mismas y a sus familias acceso a 
condiciones materiales de vida digna al percibir una retribución económica y 
acceso a la seguridad social a cambio de la prestación de sus servicios 
personales. (Corte Constitucional, T 628 de 2012, M.P. Humberto Antonio 
Sierra Porto). 
 
Otra parte de la argumentación de la Corte resulta de suma importancia: la que 
desarrolla alrededor del derecho a la igualdad. La Corte, esta vez, además de 
centrarse en la discriminación que conllevó al cierre del hogar comunitario, en este 
caso el sida, lleva el asunto a un nivel más abstracto, cuestionando las condiciones 
de igualdad en los cuales es regulado el oficio de las madres comunitarias. En este 
aspecto afirma que el hecho de que la labor de las madres comunitarias no sea 
considerada como un trabajo, no es per se discriminatorio; lo que es discriminatorio, 
son aquellas diferencias entre las contraprestaciones que recibe un trabajador 
regular y una madre comunitaria, y que van en perjuicio de estas últimas. Las 
diferencias en detrimento de las madres comunitarias, luego de una confrontación 
entre los beneficios que recibe cada uno, trabajadores y madres, termina 
demostrándose; dando lugar a la discriminación. 
 
 
Consejo de Estado 
 
El tema resuelto por este tribunal tiene que ver con las fallas en el servicio que se 
ocasionan al interior de los hogares comunitarios; interesa particularmente porque en 
estos fallos el Consejo de Estado entra a analizar la naturaleza del vínculo entre 
madre comunitaria y el ICBF. 
  
Las acciones que llegaron al Consejo de Estado con casos que involucraron 
madres comunitarias, fueron apelaciones o tutelas que recurren alguna decisión 
previa de acción de reparación directa (Consejo de Estado. Sala de lo contencioso 
administrativo. Sección segunda, subsección B. Sentencia del 28 de Noviembre de 
1996. Expediente 13023. C.P. Javier Díaz Bueno). Se demanda al ICBF para que se 
le declare responsable por alguna falla en el servicio ocasionada al interior de un 
hogar comunitario, y que presuntamente es imputable a la madre comunitaria que 
está a cargo. Los demandantes generalmente son padres de menores que sufren 
daños estando a cargo de una madre comunitaria. 
 
Más allá del juicio que se hizo con respecto a la configuración de la falla en el 
servicio, lo cierto es que el Consejo de Estado ha sido uniforme en su jurisprudencia 
al establecer que el ICBF debe ser responsable por los hechos de las madres 
comunitarias, cuando se den dentro del hogar comunitario en razón de su labor 
(Consejo de Estado. Sala de lo contencioso administrativo. Sección tercera, 
Subsección C. Sentencia del 9 de mayo de 2011. Expediente: 
050012331000200101546 02. C. P. Enrique Gil Botero). 
 
No obstante, el análisis que hace el tribunal resulta un tanto contradictorio: por 
un lado, se toma la posición de que no hay vínculo laboral u oficial, atendiendo a las 
reglamentaciones al respecto. Sin embargo, es a partir del análisis que se hace de 
esta misma reglamentación que el Consejo de Estado considera que hay una 
relación técnica, administrativa y económica, lo suficientemente estrecha entre los 
hogares comunitarios y el ICBF como para conseguir que se configure la 
responsabilidad en cabeza de la entidad estatal (Consejo de Estado. Sala de lo 
contencioso administrativo. Sección Segunda, Subsección B. Sentencia del 9 de 
diciembre de 2012. Radicado N° 11001–03–15–000–2010–01181–00(AC).C.P. 
Gerardo Arenas Monsalve). 
 
En este punto es de recordar que la falla en el servicio se configura cuando 
obra una acción o una omisión de una entidad administrativa o de sus dependientes, 
  
a partir de la cual se genera un daño antijurídico. Que el Consejo de Estado 
determine que las madres comunitarias no tienen vínculo laboral u oficial, pero que el 
ICBF sí debe responder por las fallas que se presenten dentro de los hogares 
comunitarios, es contradictorio, pues la falla en el servicio solo sería imputable si y 
solo si la madre comunitaria actúa como agente del ICBF. 
 
 
El proceso de vinculación laboral de las madres comunitarias 
 
Las entidades administradoras de Hogares Comunitarios de Bienestar seleccionan, 
siguiendo las orientaciones del ICBF a las personas que prestan el servicio como 
madres comunitarias.  
 
Las entidades administradoras de Hogares Comunitarios de Bienestar 
celebran contrato con quienes vayan a desempeñar su labor como madres 
comunitarias.  
 
Las condiciones y modalidades del contrato laboral se someterán a lo 
dispuesto en el Código Sustantivo del Trabajo, pueden ser contratos a término fijo, 
indefinido o por obra o labor.  
 
Las madres comunitarias no tendrán la calidad de servidoras públicas.  
 
Las entidades administradoras de Hogares Comunitarios de Bienestar que 
actúan como empleadoras realizarán la afiliación de las madres comunitarias a 
pensión, salud, riesgos laborales y cajas de compensación familiar.  
 
Las entidades administradoras de Hogares Comunitarios de Bienestar 
realizarán mensualmente el pago de las contribuciones al sistema de seguridad 
social. La proporción correspondiente al trabajador en pensiones y salud será 
pagada por la madre comunitaria, mediante descuento de su salario. 
  
Las madres comunitarias tendrán derecho a todas las prestaciones de la 
seguridad social en calidad contributiva.  
 
Las entidades administradoras de Hogares Comunitarios de Bienestar como 
empleadoras tendrán a su cargo el pago de las prestaciones sociales y de ley 
derivadas del contrato de trabajo.  
 
Las madres comunitarias asumen todas las obligaciones y deberes de un 
trabajador en relación con su empleador.  
 
El trabajo comunitario que han venido desarrollando las madres comunitarias 
que atienden los programas de Hogares Comunitarios de Bienestar será ejecutado 
bajo la modalidad de contrato laboral. Con ello se busca mejorar las condiciones 
para el desarrollo de esa labor y asegurar el mejor servicio para la prestación de la 
atención a la primera infancia. 
 
 
 
Irregularidades, incumplimientos y términos de desigualdad que no garantizan 
trabajo decente y los derechos laborales a las madres de los Hogares Comunitarios 
del ICBF. 
 
En primera medida es necesario resaltar que el 10 de agosto de 2012, la Corte 
Constitucional, mediante la Sentencia T-628 de 2012, le ordenó al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) adoptar todas las medidas adecuadas para 
que de forma progresiva, pero pronta, las madres comunitarias de tiempo completo 
del programa Hogares Comunitarios de Bienestar devenguen al menos un salario 
mínimo legal. 
 
Aunque es un logro importante e histórico, consideramos que todavía no es 
suficiente pues a estas no solo se les debe reconocer el salario mínimo, sino todos 
  
los derechos consignados en el Código Sustantivo del Trabajo y los Convenios 
Internacionales suscritos por Colombia en materia laboral. 
 
Con la Sentencia T-628 de 2012, la Corte dio un paso importante para corregir 
la situación en la que se encontraban estas mujeres, en quienes el Estado ha 
delegado la responsabilidad de atender la infancia colombiana (1.2 millones de niños 
y niñas atiende hoy el programa); mujeres que en sus propias casas, con una 
minúscula bonificación, en jornadas de 10 y más horas, y sin derecho a jubilación ni 
a vacaciones, ni a primas, ni a cesantías, llevan años trabajando, casi todas desde 
que comenzó el programa hace 25 años. 
 
Aunque desde el año 2013, se inició el proceso de formalización laboral, es 
hasta el año 2014, cuando las madres comienzan a recibir  una beca equivalente al 
salario mínimo cuando trabajan tiempo completo; medio salario mínimo las que están 
dedicadas tiempo parcial, han sido contratadas formalmente por un año,  y tienen 
derecho a las prestaciones sociales por año trabajado. 
  
Sobre las pensiones, es necesario precisar que hoy en Colombia para que 
una persona se pensione tiene que cotizar cierto número de semanas y alcanzar una 
edad mínima, en este sentido, muchas Madres Comunitarias no lograron hacer ese 
ahorro, ni cotizar las semanas requeridas, por tanto, no les va a alcanzar para 
obtener la pensión; muchas otras ni siquiera se afiliaron al Sistema. Ante esta 
situación, el Gobierno Nacional ha identificado esa situación y les ofreció un 
mecanismo que es el subsidio del Fondo de Solidaridad Pensional, aquellas Madres 
Comunitarias que no se vayan a pensionar puedan tener un subsidio vitalicio para el 
resto de sus vidas entre 220 y 280 mil pesos; es decir convalidar el tiempo no 
cotizado al Sistema General de Pensiones. 
 
 Entre las necesidades que aún tienen las madres comunitarias, se destacan 
una pensión digna para las madres comunitarias mayores de 57 años; y la  
formalización laboral del trabajo con un contrato a término indefinido que las  
  
beneficie con todas las prestaciones de ley, pues el Estado sólo ha podido continuar 
haciendo los contratos a término fijo con las asociaciones de padres, ya que no se ha 
logrado articular a la población mediante una vinculación directa con el ICBF. 
  
En relación con el tema pensional, muchas de las madres comunitarias ya 
sobrepasaron la edad legal de jubilación, por lo que recibir un sueldo, no cambia 
para ellas su situación, pues tendrán que conformarse con un bono pensional de 
280.000 pesos mensuales. 
 
 Sin embargo es importante resaltar que se ha avanzado en los siguientes 
puntos:  
 
 Con la aprobación del Presupuesto General de la Nación se garantiza los 
recursos económicos para el funcionamiento y sostenimiento de los Hogares 
de Bienestar desde diciembre de 2014 y por todo el 2015, para lo que las 
madres comunitarias firmarán los contratos por un año completo. 
 
 Se avanzó en la propuesta para que las madres FAMI, aquellas mujeres que 
atienden a embarazadas y niños menores de 2 años, puedan complementar 
sus actividades y trabajar las 8 horas laborales legales para lograr el salario 
mínimo. 
 
 Se logró que el Gobierno Nacional subsidiara el 85 por ciento de la seguridad 
social en salud de las 5 mil 113 madres sustitutas en todo el país. De igual 
manera se va a dar inicio al proceso para que ellas puedan lograr una pensión 
y prestaciones sociales a partir del año 2015.  
 
 Las personas que dejen de ser madres comunitarias tendrán acceso a un 
subsidio de la subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, 
el cual será complementado por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
siempre y cuando reúnan las condiciones para acceder a éste. Para tal efecto, 
  
el gobierno nacional deberá destinar una suma para cubrir las cotizaciones de 
aquellas madres comunitarias que se vincularon por primera vez al programa 
de hogares comunitarios del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, entre 
la vigencia de la Ley 797 de 2003 y la Ley 1187 de 2008, y no tuvieron acceso 
al Fondo de Solidaridad Pensional durante ese período y aún conservan la 
calidad de madres comunitarias. Para acceder al subsidio, las personas 
deberán tener como mínimo 55 años de edad si es mujer o 60 años de edad si 
es hombre, haber residido en Colombia los últimos diez años y acreditar la 
condición de retiro como madre comunitaria del Programa de Hogares 
Comunitarios de Bienestar Familiar a partir de la entrada en vigencia de la Ley 
1450 de 2011.En el proceso de selección para el acceso al subsidio el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberá priorizar la edad del 
aspirante, el tiempo de permanencia al Programa de Hogares Comunitarios de 
Bienestar Familiar y la minusvalía o discapacidad física o mental del aspirante. 
 
 
Irregularidades e incumplimientos en la regularización laboral de las madres 
comunitarias 
 
A principios de 2014, con la llegada del Decreto 289, empieza la formalización de los 
contratos de las madres comunitarias. Sin embargo, solo se brinda un contrato a 
término definido de solo ocho meses; lo cual resulta problemático, primero, porque 
no aparece reglamentado en el nuevo decreto, y segundo, porque desestima el 
vínculo a término indefinido al que estaban acostumbradas las madres. Por lo 
anterior, la estabilidad económica y laboral de estas mujeres continua en la misma 
situación precaria, toda vez que pasan de estar un régimen en el que podían ser 
sacadas en cualquier momento, a través de decisiones arbitrarias del ICBF, a ser 
regidas por un contrato que no les da certeza de seguir ejerciendo el trabajo que les 
da el sustento mínimo. 
 
  
Otro de los problemas que ha surgido es que en el modelo de contrato 
sugerido por parte del Instituto, se especifica la labor no como Madre Comunitaria o 
Fami, sino como Agente Educativa, con lo cual consideramos se estaría vulnerando 
la continuidad y los derechos adquiridos como Madres trabajadoras del ICBF.  
Además, se ha incluido en los contratos el período de prueba, lo cual niega los años 
de labor y los derechos laborales. 
 
Asimismo, se ha venido negando por parte de los operadores, la contratación 
a las madres comunitarias de mayor edad o con enfermedades laborales adquiridas.  
 
 
Aspectos que aun requieren ser modificados respecto de los derechos 
laborales, para el mejoramiento de la calidad de vida de las madres de los Hogares 
Comunitarios del  ICBF. 
 
Con la reforma tributaria y la Ley 1607 de 2012 se otorgó a las Madres Comunitarias 
y Sustitutas una beca equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente. A partir 
de allí, se estableció que todas las Madres Comunitarias estarían formalizadas 
laboralmente y devengarían un salario mínimo de acuerdo con el tiempo de 
dedicación al Programa. Las madres sustitutas recibirían una bonificación 
equivalente al salario mínimo del 2014, proporcional al número de días activos y nivel 
de ocupación del hogar sustituto durante el mes.  
 
Posteriormente, la Resolución 8458 de 2013 define los lineamentos para 
seguir con las nuevas directrices de la Dirección de Primera Infancia y aclarara la 
forma de liquidación de la beca de la madre comunitaria, de acuerdo con las 
necesidades actuales.  
 
Y finalmente, el Decreto 289 de 2014 establece que las Madres Comunitarias 
deben ser formalizadas laboralmente y devengarían un salario mínimo mensual legal 
(SMMV) vigente o su equivalente en relación al tiempo de dedicación al Programa. 
  
Reglamenta a las entidades administradoras del Programa, para celebrar con las 
madres Comunitarias los contratos de trabajo, y asumen las obligaciones de ley en 
materia de afiliación y pago de aportes al Sistema de Seguridad Social.  
 
Bajo la Resolución 1098 de 2014 se centran las cuotas de participación de los 
padres de familia o de las personas responsables de los niños usuarios beneficiarios 
del Programa Hogares Comunitarios de Bienestar, para cualificar la prestación del 
servicio, esto todo es a nivel económico. Esta cuota está destinada para mejorar la 
calidad de los servicios y el valor de la cuota será determinado según el monto del 
ingreso de los padres de niños de ciertas edades.  
 
En el caso del contrato laboral que sería indefinido, dicho contrato no se 
realizó con el ICBF sino con las entidades administradoras del servicio que en 
muchos casos también eran de la administración de las Madres Comunitarias o de 
los padres usuarios del servicio manteniendo así el enfoque comunitario del 
programa, sin embargo estas asociaciones son privadas y ajenas al propio 
funcionamiento del programa, y además se hizo por un término fijo. 
 
Antes de la formalización en el año 2012 las madres comunitarias 
tradicionales tiempo completo recibían una beca de 28.680 pesos por niño atendido 
al mes lo que en total da un aproximado de 372.840 pesos mensuales y las madres 
comunitarias de FAMI recibían una beca de 19.108 por beneficiario atendido. Para el 
año 2013 como se estableció legalmente las madres comunitarias recibían el 
equivalente al salario mínimo correspondiente en ese año pero dada su condición de 
voluntariados no recibían ningún tipo de beneficio adicional, por el contrario para el 
año 2014 el salario para fue de 616.000 y 318.000 respectivamente, lo que puede no 
ser un aumento significativo por la labor presentada, sin embargo con la 
formalización, sus empleadores pagan la cotización para pensiones, el pago 
correspondiente a la afiliación y permanencia en una EPS (Entidad Prestadora de 
Salud) y ARL (Aseguradores de Riesgos Laborales), conceptos que anteriormente no 
  
eran obligatorios para ejercer su labor como madre comunitaria y a los cuales el 
pago era responsabilidad de ellas mismas. 
 
La razón de esto, es que evidentemente los beneficios y la estabilidad que les 
da la formalización laboral mejora su calidad de vida y su proyección hacia el futuro, 
pero fue un proceso en el cual muchos operadores del programa que anteriormente 
no tenían ningún tipo de conocimiento en la administración de personal y el 
funcionamiento de su entidad entendida como una empresa o una organización con 
empleados formales, tuvieron que adaptarse a esta nueva realidad en un tiempo muy 
corto y en el cual muchos de estas entidades no tuvieron el tiempo y la posibilidad de 
capacitarse y conocer previamente como tenía que realizar las acciones y tramites 
propios de la administración de personal bajo la modalidad de contrato que las 
madres comunitarias contraían con la entidad. 
 
En este sentido las madres comunitarias fueron vinculadas laboralmente a la 
entidad bajo un contrato que satisface los requerimientos de la ley, amparándolas 
con el derecho a la pensión y otorgándoles subsidios, el cual será renovado cada 
año. 
 
Consideramos que esta situación de la subcontratación de las madres 
comunitarias a través de asociaciones y operadores que reciben recursos del ICBF, 
es tercerización laboral, y va en contravía de la ley y los acuerdos internacionales 
que ha firmado Colombia en materia laboral. 
 
No se puede desconocer que si se ha mejorado la situación laboral de las 
madres comunitarias, la problemática que aún enfrentan es en materia  pensional, en 
donde no ha habido una solución clara para que las madres comunitarias tengan un 
retiro digno porque los recursos con los que salen no alcanzan a cubrir sus 
enfermedades y necesidades. 
 
  
El Estado Colombiano se ha quedado corto en la normatividad de la pensión 
de vejez de las madres comunitarias, pues, solo consagrado unos beneficios para 
que algunas de estas renuncien a ser madres comunitarias, otorgándoles un subsidio 
de la subcuenta del Fondo de Solidaridad Pensional, el cual será complementado 
por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, siempre y cuando reúnan las 
condiciones para acceder a éste, lo cual vulnera los principios y normas 
contempladas en la ley 100 de 1993, lo cual genera injustica y una serie de 
consecuencias que afectan no solo a la persona a quien se le transgrede el derecho 
sino a la sociedad, por tener que sobre llevar la marginalidad y pobreza. 
 
La ley 509 de 1999, dispone beneficios en seguridad social, a favor de las 
madres comunitarias, les otorga un subsidio pensional, teniendo en cuanta que la 
pensión no es una dadiva y se encuentra definida por diferentes sentencias en 
nuestro país de la siguiente manera: “La pensión de vejez se define como un salario 
diferido del trabajador, fruto de su ahorro forzoso durante toda una vida de trabajo, 
es decir, el pago de una pensión no es una dadiva súbita de la Nación, sino el 
reintegro que del ahorro constante durante largos años, es debido al trabajador”. 
(Sentencia C- 546 de 1992). 
 
La ley 1023 de 2006 modifico el artículo 1° de la ley 509 de 1999, señalando 
que las madres comunitarias del ICBF se afiliarán al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud y tendrán derecho a todas las prestaciones económicas y 
asistenciales. 
 
El decreto 4079 de 2011, reglamentó la afiliación voluntaria de las madres 
comunitarias al Sistema General de Riesgos Profesionales hoy Riesgos Laborales, 
establece que la madre comunitaria debe estar afiliada al Sistema General de 
Seguridad Social y Pensión, que esta afiliación debe hacerse como trabajadoras 
independientes. 
 
  
Por su parte, el concepto 149-1 de 2012, de la Corte Constitucional determinó 
que la violación al derecho de la igualdad de las madres comunitarias, al no obtener 
al menos un salario mínimo legal mensual vigente, constituye una discriminación a 
las mujeres que desempeñan esta labor. (13Corte Constitucional Sentencia de tutela 
T-628 de 2012, M.P.Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO). Por esta razón, la 
Corte Constitucional tomó acciones a fin de mejorar las condiciones salariales de las 
madres comunitarias en igualdad de condiciones laborales a las de cualquier 
empleado dependiente. 
 
Además, el 01 de abril de 2013, el Ministerio de Trabajo expidió el Decreto 
605 de 2013, modifico los artículos 164 y 166 de la Ley 1450 de 2011, que 
establecían que las personas que dejen de ser madres comunitarias y que no reúnan 
los requisitos para acceder a una pensión, ni sean beneficiarias del mecanismo de 
Beneficios Económicos Periódicos, tendrán acceso a un subsidio de la subcuenta de 
subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, el cual será complementado por el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, siempre y cuando reúnan las condiciones 
para acceder a éste; para lo cual el Gobierno Nacional debe destinar una suma para 
cubrir el valor actuarial de las cotizaciones de aquellas madres comunitarias que se 
vincularon por primera vez al programa de los hogares comunitarios del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF, entre la vigencia de la Ley 797 de 2003 y la 
Ley 1187 de 2008, y no tuvieron acceso al Fondo de Solidaridad Pensional durante 
ese período y aún conservan la calidad de madres comunitarias. 
 
El nuevo articulado estableció que tendrán acceso al subsidio otorgado por la 
subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, el cual será 
complementado por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF, las 
personas que dejaron de ser madres comunitarias a partir de la entrada en vigencia 
de la Ley 1450 de 2011 y no reúnan los requisitos para tener una pensión ni sean 
beneficiarias del Servicio Social Complementario de los Beneficios Económicos 
Periódicos - BEPS. 
 
  
Los requisitos para acceder al subsidio de la Subcuenta de Subsistencia del 
Fondo de Solidaridad Pensional, que tendrán que cumplir las madres comunitarias 
para acceder al mismo serán:  
 
a) Ser colombiano. 
b) Tener como mínimo 55 años de edad si es mujer o 60 años de edad si es 
hombre, edad que a partir del 10 de enero de 2014 aumentará en dos años. 
c) Residir durante los últimos diez años en el territorio nacional. 
d) Acreditar la condición de retiro como madre comunitaria del Programa de 
Hogares Comunitarios de Bienestar Familiar a partir de la entrada en vigencia de la 
Ley 1450 de 2011. 
 
Por su parte el proceso de selección para el acceso al subsidio de la 
subcuenta de Subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional que adelante el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberá aplicar los siguientes criterios de 
priorización: 
 
a) La edad del aspirante.  
b) El tiempo de permanencia al Programa de Hogares Comunitarios de  
Bienestar Familiar  
c) La minusvalía o discapacidad física o mental del aspirante. 
 
El monto del subsidio a cargo de la Subcuenta de Subsistencia del Fondo de 
Solidaridad Pensional, será el mismo que hoy se entrega a los adultos mayores a 
través del Programa de Protección Social al Adulto Mayor, en cada ente territorial del 
país, según el municipio en el que resida la persona beneficiaria. 
 
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF, asumirá la diferencia 
entre lo otorgado por el Programa de Protección Social al Adulto Mayor. Este 
subsidio se pagará en los mismos periodos y con las mismas  condiciones que para 
los beneficiarios de la subcuenta de subsistencia de Fondo de Solidaridad Pensional. 
  
Como se desprende de lo anterior, a pesar de que las madres comunitarias han 
prestado una labor al servicio del Estado, este mismo las coloca el mismo nivel de 
los adultos en situación de indigencia. 
 
Otra de las soluciones propuestas por el Gobierno para dar solución al tema 
pensional de las madres comunitarias que no alcanzarían a cumplir el número de 
semanas para obtener una pensión, serán incluidas en el Programa de Beneficios 
Económicos Periódicos que significa que una Madre Comunitaria,  así no alcance a 
cotizar, el Estado  la va a proteger con ese programa y de esta manera van a tener 
unos ingresos similares a los de una pensión en su vejez. Las Madres Comunitarias 
que no cotizaron pensión entre el 2003 y 2008,  el Gobierno Nacional les reconocerá 
la cotización por esos 5 años. 
 
A pesar de lo anterior, estas normas excluyen a las madres comunitarias, 
negándoles el derecho a que puedan acceder al goce y disfrute de su pensión de 
vejez, de una buena calidad de vida, pues no cumplen con la garantía y protección 
de los derechos de este grupo de trabajadoras, otorgándoles solo un subsidio 
económico en su vejez de la subcuenta del Fondo de Solidaridad Pensional, 
destinando a la protección de las personas que se encuentran en estado de 
indigencia o pobreza extrema, sin establecer la cobertura integral de las 
contingencias de vejez, invalidez y muerte consagradas en la Ley 100 de 1993 bajo 
el Principio de Universalidad que tienen derecho todos los trabajadores del territorio 
nacional.  
 
Ante esta situación, el Estado Colombiano es responsable por no haber 
respetado garantías, derechos adquiridos y beneficios de las madres comunitarias 
del ICBF, al no garantizarle a aquellas madres comunitarias, desprotegidas 
legalmente, el derecho a la seguridad social y el acceso al pago de todas y cada una 
de las prestaciones económicas correspondientes, contribuyendo con sus aportes al 
sistema de seguridad social integral, no de manera independiente sino por cuenta de 
su empleador, a fin de que una vez reunidos los requisito exigidos por la ley, logren 
  
acceder al pago de las prestaciones sociales a que haya lugar, y con ello puedan 
tener una vida digna, habiendo simulado su contrato con esta comunidad, 
contratando a través de terceros (Juntas Directivas), pero finalmente la remuneración 
pagadas a las madres comunitarias proviene de recursos del ICBF, que es una 
entidad del Estado Colombiano.  
 
Es el Estado el autor de la falta de afiliación al sistema general de pensiones, 
transgrediendo Tratados Internacionales, la Constitución y la Ley, por no  garantizar 
a esta comunidad el amparo contra sus contingencias derivadas de la vejez, 
invalidez o muerte, de manera que, es el Estado Colombiano, quien debe asumir el 
pago de la pensión de vejez de las madres comunitarias, toda vez, que 
consideramos que se simulo y contrato con ellas, mediante un Operador (Juntas 
directivas) para esconder el verdadero Patrono Estatal, y así con esta figura no 
reconoce y ni paga a las madres comunitarias sus derechos como trabajadoras 
sometidas a subordinación o dependencia. 
 
  
  
 
 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
La formalización laboral de las madres comunitarias, inicia con el pronunciamiento de 
la Corte Constitucional (Sentencia T-628 de 2012),  en la cual le ordenó al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, adoptar todas las medidas adecuadas para que 
de forma progresiva, pero pronta, las madres comunitarias de tiempo completo del 
programa de Hogares Comunitarios de Bienestar Familiar devenguen al menos un 
salario mínimo legal.  Con lo anterior, la Corte dio un paso importante para corregir la 
situación en la que se encontraban estas mujeres, en quienes el Estado ha delegado 
la responsabilidad de atender la infancia colombiana (1.2 millones de niños y niñas 
atiende hoy el programa); mujeres que en sus propias casas, con una minúscula 
bonificación, en jornadas de 10 y más horas, y sin derecho a jubilación ni a 
vacaciones, ni a primas, ni a cesantías, llevan años trabajando, casi todas desde que 
comenzó el programa hace 25 años. 
 
En cuanto a la caracterización de la situación laboral que actualmente 
afrontan las madres de los Hogares Comunitarios del ICBF en la Comuna 7 del 
Municipio de San José de Cúcuta, en la encuesta realizada a ellas, se encontró que 
todas tienen actualmente  un contrato laboral a término fijo, y se encuentran afiliadas 
a salud, pensiones, riesgos laborales, y, Caja de Compensación. 
 
Por su parte el Director del ICBF Regional Norte de Santander,  manifestó que 
a partir del 1 de febrero de 2014 todas las Madres Comunitarias de esta Regional, 
que a 31 de diciembre de 2013 venían ejerciendo éste rol fueron formalizadas 
laboralmente, bajo la modalidad de Contratos de Trabajo,  a través de las Entidades 
Administradoras de Servicios, con todas las prestaciones de ley, amparo de 
seguridad social y beneficio de aportes parafiscales; y todas las madres comunitarias 
cuentan con un contrato laboral que garantiza la prestación del servicio de los HCB, 
de acuerdo con los lineamientos del ICBF, para la vigencia 2014.  Por otro lado, para 
  
la vigencia 2015, se realizó el proceso de contratación con los operadores de los 
servicios de Primera Infancia, con el fin de garantizar la contratación de las madres 
para esta vigencia. 
 
Finalmente, a principios de 2014, con la expedición del Decreto 289, empieza 
la formalización de los contratos de las madres comunitarias. Sin embargo, solo se 
brinda un contrato a término definido de solo ocho meses; lo cual resulta 
problemático, primero, porque no aparece reglamentado en el nuevo decreto, y 
segundo, porque desestima el vínculo a término indefinido, presentándose en éste 
punto una desmejora en relación con el vínculo contractual que venían 
desarrollando. Por lo anterior, la estabilidad económica y laboral de estas mujeres 
continua en la misma situación precaria, toda vez que pasan de estar un régimen en 
el que podían ser sacadas en cualquier momento, a través de decisiones arbitrarias 
del ICBF, a ser regidas por un contrato que no les da certeza de seguir ejerciendo el 
trabajo que les da el sustento mínimo. 
 
En atención a las irregularidades, incumplimientos y términos de desigualdad 
que no garantizan trabajo decente y los derechos laborales a las madres de los 
Hogares Comunitarios del ICBF, es preciso establecer que estas situaciones fueron 
frecuentes durante muchos años; sin embargo, en el año 2012, con la expedición de 
la Ley 1602, la cual establece en su artículo 32 que todas las madres comunitarias 
deberán estar contratadas laboralmente por las entidades administradoras del 
Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y devengarán un salario mínimo o 
el equivalente al número de días trabajados durante el mes.  
 
La vinculación laboral de la madres comunitarias se da mediante un contrato 
laboral entre la madre comunitaria y las entidades administradoras del programa 
HCB, que tiene a su cargo el servicio integral de atención a la primera infancia; esto 
con el fin de que las madres comunitarias no tengan un vínculo laboral con el ICBF y 
no sean servidoras públicas. Sin embargo, esta situación de la subcontratación de 
las madres comunitarias a través de asociaciones y operadores que reciben recursos 
  
del ICBF, es “tercerización laboral”, y va en contravía de la ley y los acuerdos 
internacionales que ha firmado Colombia en materia laboral. 
 
Entre las necesidades que aún tienen las madres comunitarias, se destacan 
una pensión digna para las madres comunitarias mayores de 57 años; y la  
formalización laboral del trabajo con un contrato a término indefinido que las  
beneficie con todas las prestaciones de ley, pues el Estado sólo ha podido continuar 
haciendo los contratos a término fijo con las asociaciones de padres, ya que no se ha 
logrado articular a la población mediante una vinculación directa con el ICBF. 
 
En cuanto a los aspectos que aun requieren ser modificados respecto de los 
derechos laborales, para el mejoramiento de la calidad de vida de las madres de los 
Hogares Comunitarios del  ICBF, se encuentra el tema pensional, sobre el cual es 
pertinente precisar que hoy en Colombia para que una persona se pensione tiene 
que cotizar cierto número de semanas y alcanzar una edad mínima, en este sentido, 
muchas Madres Comunitarias no lograron hacer ese ahorro, ni cotizar las semanas 
requeridas, por tanto, no les va a alcanzar para obtener la pensión; muchas otras ni 
siquiera se afiliaron al Sistema. Ante esta situación, el Gobierno Nacional ha 
identificado esa situación y les ofreció un mecanismo que es el subsidio del Fondo 
de Solidaridad Pensional, aquellas Madres Comunitarias que no se vayan a 
pensionar puedan tener un subsidio vitalicio para el resto de sus vidas entre 220 y 
280 mil pesos. 
 
Aunque la formalización laboral de las madres comunitarias ha venido 
avanzando en el país, aún se requiere que sea revisado el tema pensional, a fin de 
brindarles mayores garantías a estas mujeres que por más de 20 años han 
desarrollado esta importante labor. 
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ANEXOS 
 
 
ENCUESTA APLICADA A MADRES COMUNITARIAS DEL ICBF DE LA COMUNA 7 DEL MUNICIPIO 
DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA 
 
OBJETIVO: Caracterizar la situación laboral que actualmente afrontan las madres de los Hogares 
Comunitarios del ICBF en la Comuna 7 del Municipio de San José de Cúcuta. 
 
La anterior información será utilizada en el Trabajo de Grado: “ASPECTO SALARIAL, CONTRACTUAL 
Y DE SEGURIDAD SOCIAL DE LAS MADRES DE LOS HOGARES COMUNITARIOS DEL ICBF 
UBICADOS EN LA COMUNA 7 DEL MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE CÚCUTA”. 
 
Instrucciones A continuación usted encontrará una serie de preguntas en las cuales deberá marcar con una X; seleccionar o 
responder según sea el caso. Lea detenidamente cada una de las preguntas y responda con honestidad; en caso de duda 
no vacile en preguntar. La información es totalmente confidencial. 
 
I. DATOS PERSONALES 
 
1.  Edad  
 
Entre 20 y 30        Entre 31 y 40    Entre 41 y 50          Entre 51 y 60             Más de 60                
 
2. Nivel de estudios  
 
Primaria    Secundaria  Técnica  Tecnológica  Universitaria  
 
3.  Estado Civil 
 
Soltera  Casada  Unión Libre  Viuda   Separada o divorciada  
 
4.  Número de hijos 
 
0 1 2 3 4 5 6 Más de 6 
 
5.  La vivienda es  
 
Propia pagada  Propia pagando  Arrendada Otra condición  
 
 
 
 
ANEXO A 
UNIVERSIDAD LIBRE - SECCIONAL CÚCUTA 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES 
 
  
II.  INFORMACIÓN LABORAL 
 
6.  Años laborando en los Hogares Comunitarios del ICBF 
 
Entre 1 y 5    Entre 6 y 10             Entre 11 y 15     Entre 16 y 20           Más de 20 
 
7. Tipo de hogar que atiende 
 
Hogar Comunitario de Bienestar Tradicional  Hogar FAMI de medio tiempo 
 
Hogares FAMI especializado en población desplazada  Hogares Múltiples 
 
Hogar Grupal tiempo completo  Hogar Grupal medio tiempo 
 
Hogares Empresariales   Jardines Sociales  
 
8.  Afiliado a salud 
 
Si  No  A cuál EPS?___________________________________ 
 
9.  Afiliado a pensiones 
 
Si  No  A cuál Fondo?___________________________________ 
 
10.  Afiliado a riesgos profesionales 
 
Si  No  A cuál ARL?___________________________________ 
 
11.  Afiliado a subsidio familiar 
 
Si  No  A cuál Caja de Compensación?_________________________ ____ 
 
12.  Tipo de la Beca que tiene  
 
SALARIO 15 NIÑOS 14 NIÑOS 13 NIÑOS 12 NIÑOS 
Salario Madre Comunitaria Tradicional 
Tiempo Completo 
    
Salario Madre Comunitaria Tradicional 
Medio Completo 
    
Salario Madre Comunitaria Fami     
 
13. Salario 
 
Si  No  A cuánto equivale mensualmente?___________________________ 
 
 
C
  
14.  Beneficios recibidos por ser Madre Comunitaria 
 
Formación y profesionalización en primera infancia  Subsidio de vivienda 
 
Subsidios servicios públicos  Mejoramiento de la beca 
 
Subsidio solidaridad pensional  Subsidio riesgos profesionales 
 
Reconocimiento a 5 años pensión por el tiempo dejado de cotizar  Otro: 
 
Cuál?_________________________________________ 
 
 
15.  Tipo de contrato 
 
Contrato laboral a término indefinido  Contrato de prestación de servicios 
 
Cotización laboral a término fijo    Otro:   Cuál?:______________________________ 
 
 
 
 
Gracias por su atención 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
ENTREVISTA APLICADA AL DIRECTOR REGIONAL DEL ICBF EN NORTE DE 
SANTANDER 
 
OBJETIVO: Identificar las irregularidades, incumplimientos y términos de desigualdad que no 
garantizan trabajo decente y los derechos laborales a las madres de los Hogares Comunitarios del 
ICBF. 
 
La anterior información será utilizada en el Trabajo de Grado: “ASPECTO SALARIAL, 
CONTRACTUAL Y DE SEGURIDAD SOCIAL DE LAS MADRES DE LOS HOGARES 
COMUNITARIOS DEL ICBF UBICADOS EN LA COMUNA 7 DEL MUNICIPIO DE SAN JOSÉ DE 
CÚCUTA”. 
 
1. ¿Cómo se ha adelantado en la Regional del ICBF que Usted dirige el proceso de 
formalización laboral de las Madres Comunitarias? 
__________________________________________________________________________
_____________________________________________________________________ 
 
2. ¿Considera usted que el ICBF Regional Norte de Santander, ha dado cumplimiento a los 
diferentes aspectos tratados con las Madres Comunitarias durante los diálogos para su 
formalización laboral? 
__________________________________________________________________________
_____________________________________________________________________ 
 
3. ¿Los contratos firmados con las Madres Comunitarias durante su proceso de 
formalización laboral, incluyen todos los componentes de seguridad social de un contrato 
laboral? 
__________________________________________________________________________
_____________________________________________________________________ 
 
4. ¿Considera usted que la Regional del ICBF brinda garantías de estabilidad laboral a las 
Madres Comunitarias? 
__________________________________________________________________________
_____________________________________________________________________ 
 
5. ¿Qué garantías laborales a las Madres Comunitarias genera el proceso de formalización 
laboral? 
__________________________________________________________________________
_____________________________________________________________________ 
 
6. ¿Qué considera usted  le hace falta al proceso de formalización laboral de las Madres 
Comunitarias que adelanta el ICBF? 
__________________________________________________________________________
_____________________________________________________________________ 
 
Gracias por su atención 
  
 
ANEXO B 
UNIVERSIDAD LIBRE - SECCIONAL CÚCUTA 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLÍTICAS Y 
SOCIALES 
  
FICHA DE ANALISIS DE LEYES 
LEY:   AÑO: 
TEMA QUE REGULA:   
FECHA DE EXPEDICIÓN: FECHA DE ENTRADA EN VIGENCIA:   
MEDIO DE PUBLICACIÓN:   
ARTÍCULOS OBJETO DE ANÁLISIS: 
ANÁLISIS: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
ANEXO C 
UNIVERSIDAD LIBRE - SECCIONAL CÚCUTA 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES 
  
ANEXO D: REGISTRO FOTOGRÁFICO  
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
  
 
 
 
